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			PRÓLOGO. LA ÚLTIMA VICTORIA DEL REICHSMARSCHALL

			Una persistente lluvia golpeaba los cristales del Palacio de Justicia de Núremberg. En el exterior, el termómetro apenas alcanzaba los cero grados. El inusual frío se filtraba hasta las celdas de los condenados, casi todos los cuales leían la Biblia sobre el camastro. De algún modo, sabían que sería su última noche en esta tierra.

			Hacía quince días que se había dictado su sentencia de muerte, pero, alegando razones de seguridad, nadie les había comunicado la fecha ni el lugar de su ejecución. Los jueces apenas tardaron cuarenta y siete minutos en pronunciar la sentencia. Al veredicto le siguió un denso silencio. Luego desalojaron la sala, los bajaron en un ascensor hacia las celdas, y eso fue todo. Los jueces y los fiscales llevaban allí un año, y tenían prisa por abandonar aquella ciudad destruida casi en su totalidad. 

			También esa noche del martes 15 de octubre las luces se apagaron a la hora de costumbre. Ninguno de los condenados dormía. Completamente despiertos, permanecían hieráticos bajo la mirada atenta del guardián de turno, relevado cada dos horas. Desde el pasillo un reflector iluminaba la celda, enfocando la parte superior del prisionero, una verdadera tortura. La norma decía que los reclusos debían tumbarse del lado derecho para mostrar su rostro de frente, siempre con las manos por fuera de la manta. Cuando, dormidos, giraban su cuerpo, el brazo del soldado les devolvía a la posición correcta. A veces les gritaban, interrumpiendo su sueño, para que lo hiciesen por ellos mismos. Además, los relevos, varios a lo largo de la noche, eran muy ruidosos, y solían despertarlos. El resultado era invariable: por la mañana estaban muy cansados, y les costaba concentrarse en las sesiones del juicio. Pero aquella noche todo eso importaba poco. Ya no había juicio, y ni siquiera habría mañana. 

			En el gimnasio del Palacio de Justicia, donde iba a tener lugar la ceremonia de ejecución, el brigada John Woods ejercitaba una y otra vez los mecanismos de funcionamiento de la horca. Utilizando sacos de noventa kilos de peso y uno setenta y cinco metros de altura, rellenos de arena, practicaba una y otra vez, casi obsesivamente, la ejecución. Llevaba varios días haciéndolo. Había mentido al Ejército para obtener el trabajo, haciéndose pasar por un fogueado verdugo, aunque antes de 1944 no había tenido la más mínima experiencia. De hecho, con dieciocho años había ingresado en la US Navy, pero lo habían licenciado declarándolo inepto y con diagnóstico de «inferioridad psicopática». Reingresó muchos años después en el Ejército, silenciando su pasado. 

			Ahorcó a unos treinta y cuatro soldados estadounidenses durante 1944-1945, y actuó en otros once ahorcamientos, por todo el sur y el oeste del antiguo territorio del Reich; ese era su currículum cuando afrontó las ejecuciones de Núremberg. 

			Woods fue elegido como verdugo principal en detrimento de Albert Pierrepoint, su famoso colega británico. Pierrepoint procedía de una familia de verdugos —su padre y su tío habían desempeñado la misma profesión— y su eficiencia era proverbial. Sin embargo, sin siquiera haber comprobado la veracidad de su hoja de servicios, el coronel Burton C. Andrus —encargado de la prisión de Núremberg— prefirió a Woods. 

			El verdugo tenía sus propias preocupaciones: bajito, aunque fornido, no había podido medir la altura de los condenados, ni conocer su peso, ni valorar su constitución. Con la excepción de Göring, ninguno era particularmente grueso, e incluso el Reichsmarschall había perdido mucho peso desde que estaba en cautiverio. Así que se había tenido que conformar con las fotografías que le habían entregado y una fugaz visita a la sala del tribunal. 

			Woods confiaba en las cuerdas de cáñamo italiano de la firma Edgington —proveedores oficiales de las ejecuciones para el Reino Unido— que le llegaron desde Inglaterra. Eran resistentes, de tres metros de longitud. La piel de becerro de la que estaban recubiertas favorecía el deslizamiento del nudo; artesanales, la elaboración de cada una de ellas exigía casi una semana de trabajo. Esto, al menos, le tranquilizaba. 

			Cada noche, era devuelto a su cuartel del aeródromo de Fürth, en donde se alojaba en medio de discretas, pero efectivas, medidas de seguridad. El oficial al mando de la unidad desconocía cuál era la importancia del sujeto, aunque comprobaba cómo era trasladado de un modo impropio de su graduación de suboficial. Se cree que en dos ocasiones estuvieron a punto de matarle; una por envenenamiento tras unas ejecuciones en Dachau y otra mediante un tiroteo en París. En ambos casos se supuso que habían sido miembros del Werewolf, el movimiento de resistencia nazi contra la ocupación de Alemania. 

			Woods estaba nervioso. Casi maniáticamente, ajustaba una y otra vez las tres horcas pintadas de un lúgubre negro. De hecho, los Aliados habían discutido hasta casi un mes antes acerca del mejor modo de ejecutar las sentencias. Dudaban entre la horca y la guillotina, y en principio daban por sentado que todos los acusados serían condenados a muerte. Se habían decantado por la horca, aunque eso representaba un esfuerzo mayor; había que levantar un andamiaje más complicado, y los reos estarían advertidos por los ruidos.

			Los sonidos metálicos de los clavos, las sierras y los martillos llegaban desde el patio hasta las celdas de los condenados. En la de Julius Streicher era en la que se oían con más intensidad. 

			«¿Terminarán pronto de construir nuestras horcas? —Solía preguntar Streicher al peluquero Hermann Wittkamp—. Escuche: subiré valiente los peldaños. Ya tengo pensado cuáles serán mis últimas palabras: “A todos vosotros os colgarán los bolcheviques… ¡Heil, Hitler!”».

			• • •

			Los Aliados también habían disentido largamente sobre cuándo proceder a las ejecuciones. Si bien los británicos consideraban que el derecho de apelación debía disponer de un tiempo razonable, por lo que estimaban que treinta días sería el plazo adecuado, los norteamericanos y los soviéticos se negaron. Particularmente estos últimos, no estaban dispuestos a dilatar tanto el cumplimiento de la sentencia; en los juicios contra criminales de guerra que se celebraban en la URSS desde 1943, los prisioneros condenados eran ejecutados apenas minutos después de leída la sentencia, por lo general en la horca y ante una amplia audiencia de varios miles de personas.

			El tira y afloja entre unos y otros duró meses, durante los cuales las posturas se modificaron hasta terminar en un compromiso entre los treinta días desde la sentencia y su cumplimiento defendida por los anglosajones, y una semana, que es lo máximo que admitía Moscú. Pero ese no fue el único motivo de conflicto. La propia apelación, que resultaba innegociable para los angloamericanos, era vista con desconfianza por los soviéticos y los franceses, que estimaban que conceder más de veinticuatro horas a los acusados era perder el tiempo. Así que a comienzos de septiembre de 1946 se llegó a la decisión de que se permitiera un lapso de cuatro días para presentar la apelación.

			Woods creía que las apelaciones representaban una importante incógnita. Pero, aunque él no lo sabía, Gran Bretaña había dado orden de que no se facilitase la reducción de las condenas o la sustitución de las penas de muerte por otras más leves. Dicha orden procedía del premier laborista Clement Attlee, y naturalmente se cumplió. El que el organismo que debía estudiar las peticiones de revisión fuese el Consejo de Control Aliado facilitaba las cosas, puesto que no era un organismo judicial, sino político. 

			El Consejo de Control había autorizado la presencia de cuarenta y cinco personas en la ejecución. A los delegados de las cuatro potencias (el soviético Molotov y tres generales occidentales: el inglés Walsh, el norteamericano Richard y el francés Morel), había que sumarles ocho periodistas de entre los cuatrocientos cincuenta acreditados más fotógrafos, médicos y funcionarios aliados, además de dos políticos alemanes al servicio de las potencias ocupantes. 

			Estos dos hombres, el fiscal de Núremberg, Friedrich Leistner, y el presidente de Baviera, Wilhelm Hoegner, acompañaron al coronel Andrus a informar a los condenados de que sus peticiones de clemencia habían sido rechazadas. Los visitaron uno a uno, y les notificaron que su sentencia había sido revisada por el Consejo de Control sin resultado positivo. El primero en recibirlos fue un malhumorado Streicher, que se limitó a mascullar, visiblemente molesto, «ya lo sabía»; llevaba inquieto un largo rato, y había pedido a sus guardianes que le dejasen en paz. Todos escucharon de sus labios que sus apelaciones habían sido rechazadas. Casi con seguridad, ninguno esperaba otra cosa. Terminado el formalismo, se retiraron al gimnasio a la espera de las ejecuciones.

			Allí aguardaban los cuatro generales que representaban a la Comisión de Control, además de toda una cohorte de médicos, sepultureros, periodistas y militares. Sobre unas mesas situadas a unos cuatro metros de las horcas, se habían dispuesto unas máquinas de escribir especiales. Por alguna razón, en medio de un silencio casi sepulcral, los soviéticos parecían omnipresentes. Médicos y periodistas de Tass y Pravda se movían nerviosos de un lado a otro en torno al primer patíbulo, en el que se encontraba dispuesto un paño negro y una capucha del mismo color. 

			Aunque las autoridades habían determinado que los condenados ignorasen la fecha de su ejecución, de algún modo estos la conocían. Las actividades a que consagraron su último día, 15 de octubre de 1946, alterando su rutina, no dejaban lugar a la duda. 

			En sus últimas horas, muchos de ellos prefirieron permanecer leyendo. Göring se abstuvo de dar sus habituales paseos por el patio, y se quedó, en cambio, echado sobre su camastro con una célebre novela de Fontane; Ribbentrop estuvo escribiendo cartas y leyendo a Gustav Freytag; Rosenberg prefería a Rudolf G. Binding, un autor que había apoyado a Hitler en los años treinta.

			Jodl se enfrascó en la lectura de Knut Hamsun, el nobel noruego simpatizante del nazismo y seguidor también de Hitler. Keitel leía unos relatos de Paul Alverdes, el poeta y novelista patriota alemán, y Streicher Der Soldat, de Mirko Jelusich. Frick leía Hannibal, también de Jelusich; Sauckel se entretenía con una lectura más general, La juventud de grandes alemanes de la historia, y Seyss-Inquart con Las Conversaciones con Goethe, de J. P. Eckermann.

			Hans Frank reunió a una parte del personal alemán de la cárcel y les habló de las maravillas de la catedral de San Pedro, en Roma, leyó la poesía de Ludwig Thoma Heilige Nacht y pasó el resto del día escribiendo cartas. Además, junto a Kaltenbrunner y Seyss-Inquart acudió a misa, confesó y comulgó. 

			El coronel Andrus, temiendo un ataque de última hora de nazis fanáticos, había dado orden de blindar el Palacio de Justicia con carros de combate y antiaéreos. Hasta el último día de su vida, Andrus estuvo obsesionado con aquellas últimas horas de los reos que, en la prisión de Núremberg, aguardaban su ejecución. Uno de aquellos hombres a los que tenía que colgar estaba, sin embargo, empeñado en estropearle la función. 

			• • •

			Göring era, sin duda alguna, el más importante de todos aquellos que iban a ser ahorcados. En primer lugar, por su rango en el Tercer Reich como lugarteniente del Führer, lo que le convertía en el segundo hombre del Estado alemán: y además, porque de todas las grandes figuras de la Alemania nazi, era el único que había sobrevivido, pues Göbbels, Himmler, Bormann y, por supuesto, Hitler se habían suicidado. 

			Su actuación ante el tribunal que le juzgaba había sido seguida por toda la prensa mundial. Consciente de que el foco de la opinión pública estaba sobre él, no defraudó. Al morfinómano Reichsmarschall los norteamericanos le habían retirado las drogas —cuando se entregó al enemigo en mayo de 1945 llevaba una maleta llena de píldoras y sustancias de todo tipo—, y aquello le había revitalizado de forma inesperada. El Göring que resurgió en Núremberg recordaba a aquel soldado que se sumase, entusiasta, a las filas del agitador Adolf Hitler para asaltar el poder pasando por encima de sus enemigos: un hombre lleno de energía y determinación. 

			Su aparición en el estrado no pudo ser más espectacular. Engominado y peinado hacia atrás, con la cabeza altiva y la mirada desafiante, Göring había hecho añicos los planes del fiscal norteamericano Robert H. Jackson, figura principal de la acusación estadounidense. Honrado y ambicioso, a Jackson le venía grande el Tribunal de Núremberg: enfrentarse a Göring fue lo peor que le pudo pasar.

			El acusado llevó las sesiones por donde a él le convenía, y no pocas veces dejó en evidencia al equipo fiscal señalando una mala traducción; Göring sabía inglés pero Jackson no entendía una palabra de alemán, de modo que mientras se hacía traducir, en realidad Göring meditaba su respuesta, lo que le hacía parecer ágil y veraz. Jackson, en cambio, tenía que esperar pacientemente, algo a lo que no le había acostumbrado una vida profesional que se desarrollaba en los tribunales de primera instancia de su país. 

			En una escena que se hizo célebre, Göring consiguió, incluso, que Jackson perdiera la paciencia y arrojara los cascos sobre la mesa con una cierta violencia. Sin duda alguna levantó la admiración de no pocos de entre sus enemigos. En vísperas de su condena, uno de sus jueces, el francés Donnedieu, había mostrado una significativa condescendencia hacia él al reconocer que estaba dotado de una cierta «distinción». Con anterioridad, el juez sustituto de los Estados Unidos, John J. Parker, había sido visto haciendo ciertos gestos amables a Göring. En más de una ocasión, los jueces permitieron que Göring hablase cuanto quisiera, contraviniendo una petición del fiscal estadounidense. Desesperado, Jackson llegó a pensar en retirarse, aunque la fiscalía inglesa le instó a que no lo hiciera de ninguna manera.

			Algunos de quienes se le opusieron desde sus propias filas también se rindieron al Reichsmarschall. Baldur von Schirach, el antiguo jefe de la Hitlerjugend, que en Núremberg se arrepintió de su pasado nazi, admitió: «Ahora comprendo por qué era tan popular», y el abogado de su mortal enemigo Albert Speer no pudo evitar exclamar: «Ese Göring es todo un hombre: ¡un verdadero matador!».

			Incluso antes de que comenzase el juicio, para todos, incluido, por supuesto, el coronel Andrus, estaba claro que Göring era la pieza principal. 

			• • •

			Desde que se le encomendó la tarea de dirigir la cárcel de Núremberg en la que iban a ser alojados los principales criminales de guerra nazis, Andrus estaba obsesionado con la seguridad. Para conseguir sus objetivos, no reparó a la hora de tomar las medidas que le parecieron más apropiadas, llegando a ordenar la supervisión del sueño de los acusados sin perderles de vista un instante. Antes de empezar el juicio ya había causado baja Robert Ley, quien logró suicidarse ante las narices mismas de los carceleros. Desde entonces, extremó las medidas de seguridad.

			Como es comprensible, su angustia se acentuó al acercarse el día de las ejecuciones. No quería que ninguno de ellos le estropeara el espectáculo. 

			Göring estaba seguro de que nunca saldría del Palacio de Justicia de Núremberg con vida. Su defensa se vio muy favorecida por ese hecho: no tenía nada que perder. Y aunque sabía que moriría, había decidido que él no formaría parte del espectáculo que otros habían preparado; otros que, además, eran sus enemigos. Tenía previsto un final diferente, que él —y no ellos— habría de escribir, y estaba decidido a salirse con la suya.

			A las tres y media de la tarde del 15 de octubre, Hermann Göring estaba redactando una carta que, con toda probabilidad, no es otra sino la que se encontró sin fecha entre sus pertenencias:

			Encuentro de un extremo mal gusto exhibir nuestras muertes como si fuese un espectáculo para los periodistas, fotógrafos y curiosos hambrientos de sensacionalismo. Este es un gran final típico de las profundidades abismales sondeadas por el tribunal y el proceso. ¡Puro teatro, desde el principio hasta el final! ¡Todo comedia podrida!

			Entiendo perfectamente que nuestros enemigos quieran librarse de nosotros, ya sea por miedo o por odio. Pero sería mejor para su reputación que lo hicieran de una manera más soldadesca. 

			Yo moriré sin toda esa sensación y publicidad.

			Déjenme repetir una vez más que no siento la más mínima obligación moral o de otro tipo a someterme a la sentencia de muerte o ejecución de mis enemigos y de los de Alemania.

			Lo que voy a hacer lo haré con alegría, y considero la muerte una liberación.

			¡Confío en la misericordia de Dios! Lamento profundamente que no pueda ayudar a mis camaradas, en especial al mariscal Keitel y al general Jodl, a escapar del espectáculo de una muerte pública. 

			Todos los esfuerzos que se hicieron por impedir que nos hiciéramos daño a nosotros mismos nunca fueron motivados por la preocupación por nuestro bienestar, sino simplemente para asegurar que todo estaría a punto para el gran espectáculo.

			¡Pero que no cuenten conmigo!

			Hermann Göring

			Por la tarde pasó a visitarle el médico, el doctor Pflücker, con quien mantenía una buena relación. Pflücker ya sabía que se despertaría a los presos a las 23.45 horas para prepararles de cara a la ejecución, aunque a esas alturas —y dado que desde las siete de la tarde todas las luces de la prisión estaban encendidas, algo completamente inusual—, hasta el menos avispado de los reos se daba cuenta de lo que estaba a punto de suceder. 

			Göring estuvo hablando con el capellán sobre la posibilidad de comulgar, pero el antiguo Reichsmarschall había insistido con cierta inconsecuencia en que, aunque se consideraba cristiano, no creía en las Escrituras por lo que le fue negada la comunión. Aunque el capellán Gerecke trató de que aceptase unos mínimos que justificasen administrársela, Göring insistió en su rechazo, y con notable tristeza el pastor hubo de abandonar la celda. 

			A las ocho y media se produjo el previsto cambio de guardia. El soldado Gordon Bingham observó que todo estaba en su sitio, incluso que Göring había ordenado la celda. Y una hora más tarde, a las nueve y media, el doctor Pflücker, acompañado del teniente del Ejército de los Estados Unidos Arthur J. McLinden, volvió de nuevo para administrarle un sedante, como solía hacer también con Sauckel. Estuvieron hablando unos tres minutos, en voz baja. Pflücker le entregó algo, que Göring introdujo en su boca, después de lo cual prácticamente terminaron la conversación. El médico le tomó entonces el pulso, luego le estrechó la mano; de acuerdo a la versión que Pflücker dio más tarde, lo hizo porque el propio Göring fue quien le dijo que esa era la última vez que se veían. 

			Después, Göring se echó en el camastro. Permaneció en completa quietud durante un cuarto de hora, de cara a la pared, e incluso durante unos minutos se tapó los ojos con las manos. Estaba a solas con sus pensamientos.

			A las 22.30 Göring apenas se había movido, mientras del patio ascendían inquietantes sonidos: el equipo de verdugos acababa de llegar. En ese mismo momento se producía el siguiente relevo a la puerta de su celda. Bingham dejaba su puesto al soldado Harold F. Johnson, quien comprobó que todo seguía igual. Göring cruzó las manos sobre el pecho entrelazando los dedos y girándose de nuevo hacia la pared. Un par de minutos más tarde, extendió ambos brazos a los dos lados del cuerpo; eran las 22.44 horas del 15 de octubre.

			Seguramente acuciado por la inminencia de los acontecimientos que anunciaban los sonidos provenientes del patio de la prisión —por donde escapaban los ruidos del gimnasio hasta llegar a las galerías—, Göring apretó fuertemente los dientes produciendo un chasquido de cristales, al que sucedió una especie de bufido ahogado y una convulsión que sacudió todo su cuerpo. 

			Los esfuerzos que se hicieron a continuación no sirvieron de nada. El soldado de guardia dio la voz de alarma. Se oyeron gritos e imprecaciones, que recorrieron la galería de los condenados; los oficiales se precipitaron en la celda de Göring maldiciendo su suerte. Cuando llegaron allí, el médico y el capellán ya habían certificado su muerte, y con ellos el coronel Burton C. Andrus. El capellán susurró a su oído unos versículos de la Biblia, pero el reo ya no estaba en el mundo de los vivos. 

			Hermann Göring, la estrella principal del espectáculo programado para la noche del 15 al 16 de octubre de 1946 en el Palacio de Justicia de Núremberg, se había salido con la suya. 

			• • •

			La noticia del suicidio de Göring se extendió con gran rapidez por todo el Palacio de Justicia. Puede que a las autoridades no les hubiera complacido, pero los miembros de la prensa ya tenían una historia; uno de ellos, incluso, había enviado la crónica de su ahorcamiento al periódico en Nueva York, para asegurarse de ser el primero en publicar la noticia. El suicidio del Reichsmarschall costó al rotativo muchos miles de dólares. 

			Desde entonces, la desaparición de Hermann Göring se ha convertido en un cierto misterio que muchos se resisten a dar por cerrado. Parecía inconcebible que hubiera podido tener con él una cápsula de cianuro durante todo el tiempo o bien que alguien se la hubiera proporcionado. Aunque esta segunda hipótesis resulta mucho más plausible, Göring pretendió lo contrario en una carta que dejó, seguramente con el ánimo de despistar a los investigadores. Lo más probable, claro, es que la cápsula se la proporcionase el doctor Pflücker y que el misterio lo sea menos, aunque a lo largo de los años ha aparecido al menos una docena de aspirantes a cómplices de suicidio que reclaman su protagonismo en esta historia.

			Las hipótesis que parten de la improbabilidad del suicidio no tienen en cuenta que, tras las ejecuciones, el coronel Andrus ordenó revisar a fondo las celdas, y encontró en ellas todo un arsenal que nadie había detectado. Un tornillo de acero en la de Konstantin von Neurath, en la de Von Ribbentrop una botella de cristal, en la de Wilhelm Keitel un imperdible, cuatro tuercas de metal, dos pedacitos de hierro y una cinta de acero afilada. En la celda de Hjalmar Schacht, una cuerda de un metro de largo, y unos clips de acero; Alfred Jodl escondía un alambre de treinta centímetros de largo, y Karl Dönitz había anudado cinco cordones de zapatos. Incluso Sauckel disponía de una cuchara con los bordes afilados.

			No es, pues, tan extraño que Göring hubiera logrado esconder el veneno o que alguien se lo hubiese entregado sin que nadie se apercibiera. 

			El suicidio de Hermann Göring había estropeado el programa previsto, pero no iba a detener el resto de ejecuciones. Andrus ordenó que todos los demás reos fueran inmediatamente esposados y vigilados con especial atención. Los pasillos se convirtieron en un ir y venir de oficiales y soldados y, desde ese momento, una especie de tensión eléctrica recorrió la prisión. 

			Algo antes de la una de la mañana, los policías militares se dirigieron a las celdas de los condenados. Había sonado la hora. 

			• • •

			«Confío en la sangre del Cordero que quita el pecado del mundo».

			Von Ribbentrop había ocupado el lugar de Göring. Sería el primero en subir a la horca. Con expresión estoica entró en el gimnasio, una sala de diez por veinticinco metros, de paredes enyesadas recorridas por numerosas grietas. Apenas movió la cabeza para ver los tres patíbulos de madera pintada de negro; dos de ellos se usarían de manera alterna mientras el tercero quedaba en reserva por si fuese necesario. La plataforma en la que serían ahorcados estaba a dos metros y medio de altura, y medía también dos metros y medio de lado. 

			El gimnasio olía a café, a whisky y a tabaco rubio americano. Los testigos de la ejecución, semiocultos en la oscuridad, apenas resultaban visibles para los reos. Se trataba, entre otros, de cuatro generales aliados, ocho representantes de la prensa, el coronel Andrus y el presidente socialdemócrata del Consejo de Ministros Bávaro, Wilhelm Hoegner. 

			Los condenados serían ejecutados de uno en uno, pero las autoridades no querían que la ceremonia se alargase demasiado, así que los policías militares llamaban a un preso cuando el anterior aún pendía de la soga. Cada soga, que colgaba de una viga travesera, se empleaba solo una vez; para el siguiente ahorcamiento se sustituía por otra. Los reos desaparecían de la vista cuando se abría la trampilla, y allí abajo era donde se producía el forcejeo inútil del hombre con la muerte. 

			Cuando Ribbentrop entró era la una y once minutos. Le sustituyeron las esposas por una cinta de cuero, para evitar que se echase las manos a la garganta mientras la soga le partía el cuello. En el camino al patíbulo mantuvo la misma seguridad con la que había entrado en el gimnasio. 

			Hubo que preguntarle dos veces por su nombre antes de que contestase de modo audible. Subió con determinación a la plataforma y dijo, en alemán: «¡Dios proteja a Alemania!». Luego se le permitió añadir: «Mi último deseo es que Alemania encuentre su ser y que se alcance un entendimiento entre el Este y el Oeste. Deseo la paz en el mundo».

			Con rapidez, el verdugo cerró la soga sobre la cerviz y le colocó la capucha negra. Ribbentrop mantuvo la cabeza erguida y la vista al frente hasta que su rostro desapareció de la vista de los presentes. Su cuerpo cayó con rapidez en la trampilla sin emitir un quejido. 

			Ribbentrop aún colgaba de la cuerda —habían trascurrido solo dos minutos desde la ejecución del antiguo ministro de Exteriores— cuando el mariscal Wilhelm Keitel era introducido en la sala. Parecía menos tenso que Ribbentrop, aunque mantuvo la característica cabeza erguida en el camino al cadalso. 

			Desde lo alto de la plataforma observó a los presentes con mirada inexpresiva, pero casi con una caricaturesca arrogancia prusiana. En voz alta y clara, recordó a los caídos, a sus hijos muertos en combate, y citó la primera estrofa del himno alemán: «Ruego a Dios Todopoderoso que tenga misericordia del pueblo alemán. Más de dos millones de soldados alemanes han encontrado la muerte luchando por la patria antes que yo. Ahora sigo a mis hijos. Todo por Alemania, Alemania sobre todo». 

			Las ejecuciones sufrieron una pequeña demora porque Keitel y Ribbentrop aún colgaban, y se permitió a los presentes fumar. Dos médicos, uno norteamericano y otro soviético, certificaron la muerte del primero de los ejecutados, que fue colocado detrás de una cortina negra, aún con la capucha tapándole el rostro. La operación llevó casi quince minutos.

			La entrada de Kaltenbrunner fue tan decidida como la de quienes le habían precedido, pero delataba su nerviosismo humedeciéndose los labios una y otra vez. Caminó, sin embargo, con determinación hacia la horca. En la plataforma quedó de frente a un capellán católico del Ejército norteamericano. «He amado a mi pueblo alemán y a mi patria con todo mi corazón —dijo—. He cumplido con mi deber de acuerdo a las leyes de mi pueblo y lamento que en estos tiempos mi pueblo haya estado dirigido por personas que no eran soldados y que se cometieran crímenes de los que no tenía conocimiento». Tras ajustársele la soga y la capucha pudo oírsele decir: «Buena suerte para Alemania».

			Era la una y treinta y nueve minutos cuando se abrió la trampilla. 

			El patíbulo de Keitel ya estaba preparado para recibir a Alfred Rosenberg. El filósofo de origen báltico se hallaba completamente sereno; parecía incluso aburrido. No quiso decir nada cuando se le preguntó. Aunque le acompañaba un pastor protestante, contestó negativamente a este cuando le preguntó si quería que rezase con él. Instantes antes de que el verdugo le colocara la capucha miró inexpresivamente al pastor, sin añadir nada. Apenas un minuto más tarde había muerto. Fue la ejecución más rápida de todas las que se efectuaron aquella noche. 

			Aunque sonriente, Hans Frank tragaba saliva con frecuencia. Miró con afabilidad a los presentes, aparentemente conforme con su destino. Convertido al catolicismo en la prisión, consideraba su ejecución como un acto de expiación de sus culpas y crímenes. En voz muy baja, se despidió: «Agradezco el trato amable que se me ha dispensado durante mi cautiverio y ruego a Dios que me acoja en Su misericordia». 

			De nuevo, al colocársele la capucha sobre la cabeza, se le vio tragando saliva.

			Cuando Wilhelm Frick entró en la sala, eran ya las dos y cinco minutos. El antiguo ministro de Interior despertaba pocas simpatías. Estaba inquieto, aunque no temeroso; tropezó con el último peldaño de los que conducían a la horca. Cuando le pusieron la capucha, se militó a decir: «Larga vida a la Alemania eterna». 

			Julius Streicher no dudó en encararse a sus verdugos. Antisemita furibundo, en la cárcel seguía detectando apellidos judíos entre todos los fiscales, jueces y testigos. Retirado en 1940 por turbios asuntos dinerarios, el proceso parecía haberle revitalizado. 

			Entró en la sala con porte desafiante y, cuando lo llevaron ante el cadalso, y tras mirar fijamente al grupo de testigos, prorrumpió en un estentóreo: «¡¡Heil, Hitler!!». 

			Cuando le preguntaron su nombre, contestó despreciativo: «Sabe muy bien mi nombre».

			El intérprete volvió a repetir la pregunta, y Streicher contestó de nuevo con un fuerte grito: «¡¡Julius Streicher!!».

			Mientras subía los escalones, murmuró: «Ahora voy con Dios». Entonces lo empujó uno de los soldados, ya sobre la plataforma, volviéndose hacia los testigos, dio su último grito: «¡Purim Fest 1946!».

			Streicher se despedía de este mundo con la profesión de fe antisemita que había sostenido a lo largo de toda su carrera. El Purim es una fiesta hebrea en la que se celebra la matanza que Ester llevó a cabo contra los persas en el siglo v a. C., anticipándose a la matanza que estos querían perpetrar con los judíos.

			Cuando se le colocó la capucha negra apenas se oyó su voz: «Adela, esposa mía».

			Al abrirse la trampilla, el reo comenzó a patalear con toda su energía y, pese a que llevaba ya un tiempo balanceándose, pudieron oírse los estertores de su agonía aún durante un rato, hasta que el verdugo descendió a la parte de abajo. 

			Hasta el último momento Sauckel pretendió que su sentencia se debía a un error de traducción; tanto Göring como Seyss-Inquart trataron de que aceptara su destino con una mayor resignación, pero no parece que tuvieran éxito.

			«Muero inocente. La sentencia es errónea —afirmó, y añadió—: Quiero expresar mi respeto a los oficiales y soldados americanos, pero no lo hago extensivo a la justicia americana».

			Algo más calmado, sus últimas palabras fueron: «Dios proteja a Alemania y la haga grande de nuevo. ¡Viva Alemania! Dios proteja a mi familia».

			También Sauckel, como Streicher, forcejeó durante largo rato: el nudo no se había ajustado bien y durante unos instantes pudo oírse con claridad un gemido ahogado, aunque esta vez no hizo falta la intervención del verdugo, porque cesó antes.

			El general Jodl estaba visiblemente nervioso. Tenía la boca seca y aparecía con rostro demacrado. Sus pasos eran inciertos y ascendió con alguna dificultad los peldaños que conducían a la horca. Una vez allí, sin embargo, pronunció sus últimas palabras con voz segura: «Te saludo, mi Alemania».

			Ayudado por los guardias a causa de las dificultades para andar provocadas por su pie deforme, el último en subir los escalones fue Arthur von Seyss-Inquart. Había afrontado el juicio con entereza, y animado a los otros a hacerlo. No había abjurado de Hitler ni por un instante, aunque se había dado cuenta de que las cosas no habían trascurrido, durante el Tercer Reich, exactamente como él había creído. Hombre de gran inteligencia, no dudaba de que sería condenado a muerte, y prefirió afrontar el proceso con lealtad a la causa por la que había luchado toda su vida. 

			Con voz decidida, aunque en un tono bajo, pronunció sus últimas palabras: «Espero que esta ejecución sea el último acto de la tragedia de la Segunda Guerra Mundial, y que la lección aprendida en esta guerra sea que debe haber paz y entendimiento entre los pueblos». 

			Eran las 02.45 horas del 16 de octubre de 1946. 

			• • •

			El coronel Andrus odiaba y despreciaba a los internos de la cárcel que dirigía, quizá con la excepción de Speer, pero ese rechazo era especialmente intenso en el caso de Göring. El sentimiento era recíproco. Durante todo el tiempo de su estancia en prisión, Andrus había evitado que los internos tuvieran más contacto con el exterior que el imprescindible, y en el caso de Göring había dispuesto que no le llegara una sola carta de las muchas procedentes del exterior que le animaban a continuar. Göring, por su parte, llamaba al coronel despectivamente «el capitán de bomberos» por su algo ridícula apariencia, siempre tocado con un casco impoluto y brillante.

			Cuando en mayo de 1945 Andrus aceptó el encargo de dirigir la prisión del Palacio de Justicia de Núremberg, sabía que tenía muy poco que ganar y mucho que perder. Una de las cosas con las que podía perder era, precisamente, con los suicidios. Y tuvo que sufrir tres. Los del doctor Robert Ley —el antiguo dirigente de los sindicatos nazis, el Frente Alemán del Trabajo— y el doctor Leonardo Conti —médico jefe del Reich— no fueron poco trascendentes, pero nada se podía comparar al de Göring a unas horas de su ejecución. 

			Con su suicidio Göring, además de arrojar una marca indeleble sobre el expediente militar del coronel Andrus, había robado los titulares de la prensa internacional, en un último gesto de desafío tan propio de la egocéntrica vanidad del Reichsmarschall. Las ejecuciones pasaron a un segundo plano, ante la noticia de la muerte por su propia mano de la principal estrella del proceso. El impacto que tuvo ese hecho en la vida de Andrus nunca será exagerado. 

			Muchos años después, en las últimas horas del 31 de enero de 1977, un viejo coronel del Ejército norteamericano se incorporaba repentinamente en su lecho mortuorio y, con los ojos muy abiertos y la mirada perdida en la lejanía, exclamaba angustiado: «Tengo que llegar a la celda de Göring… ¡se ha matado!».

		

	


	
		
			PRIMERA PARTE. ANTES DEL JUICIO

		

	


	
		
			CAPÍTULO 1. EL ORIGEN DE LA IDEA

			El enjuiciamiento de los responsables alemanes de crímenes de guerra o crímenes contra la humanidad no fue una decisión que los Aliados adoptasen de modo repentino. La idea fue tomando forma con el trascurrir de la guerra, por lo que no hay un momento que pueda señalarse como el determinante, aunque sí existen unos hitos a lo largo del conflicto que fueron anunciando lo que finamente culminaría en el Tribunal Militar Internacional de Núremberg. 

			En cualquier caso, hasta muy avanzada la guerra, las iniciativas de los occidentales y las de los soviéticos fueron elaboradas de modo separado y no confluyeron sino a finales de 1943, cuando pudieron emitir una declaración conjunta a este respecto. 

			La primera vez que los soviéticos habían manifestado su intención de enjuiciar a los responsables políticos y criminales de guerra alemanes fue en octubre de 1942, cuando Viacheslav Molotov, el comisario (ministro) soviético de Asuntos Exteriores, envió una carta a distintos Gobiernos de Europa Oriental exilados en Londres anunciándoles tal propósito. 

			Molotov les informaba de que el Gobierno de la URSS estaba considerando la posibilidad de llevar ante un tribunal internacional al «criminal Gobierno hitleriano», aunque detrás de esa propuesta no se escondía solo una finalidad justiciera.[1] En esos momentos, el VI Ejército alemán tenía arrinconadas contra el Volga a las tropas soviéticas que aún resistían en Stalingrado, y la situación del Ejército Rojo parecía tan preocupante como la del año anterior, si no peor. 

			Desde el comienzo mismo de la Revolución bolchevique, la pesadilla recurrente de los líderes comunistas consistía en imaginar a su país cercado por las potencias capitalistas. Tras el estallido de la Segunda Guerra Mundial, y en especial desde el ataque alemán a la URSS, ese temor lo ocupó la posibilidad de que Londres y Berlín llegasen a un acuerdo a espaldas de Moscú. El que tal cosa sucediese llegó a angustiar a los líderes soviéticos, en especial entre 1941 y 1943, pues era tanto más peligroso cuanto peor se encontrase la Unión Soviética. 

			Además estaba el asunto de Rudolf Hess, el extraño vuelo a Gran Bretaña de uno de los más altos representantes del Reich —lugarteniente del Führer para el Partido Nazi—, en una aparente misión de paz y que llevaba desde mayo de 1941 celosamente encerrado en una prisión inglesa: los soviéticos temían que Londres estuviera ocultando información de trascendencia. Estaba claro que lo que Moscú quería era que se celebrase un juicio público a Hess lo antes posible; Stalin se encontraba verdaderamente molesto con la actitud del Gobierno de Churchill. A modo de público ejemplo, los soviéticos oficiaron numerosos juicios en el territorio de la URSS desde 1943, en los que se colgó a los acusados alemanes ante ingentes masas de espectadores, apenas unos minutos después de pronunciada la sentencia. 

			Los occidentales también habían manifestado —incluso con anterioridad a los soviéticos— una cierta predisposición a la celebración de juicios contra los criminales de guerra alemanes. De hecho, el primer documento que de modo inequívoco manifiesta la voluntad de juzgar a los responsables alemanes puede considerarse la declaración de la III Conferencia Interaliada celebrada en Saint James Palace, en Londres, en enero de 1942, en la que nueve Gobiernos occidentales anunciaban que un objetivo bélico irrenunciable era el de llevar a los responsables de los actos de barbarie ante un tribunal. 

			Pero entre los Aliados occidentales las posturas diferían enormemente. Y no solo por nacionalidades. Ya en 1940 se habían producido las primeras protestas por el comportamiento de los ocupantes germanos en Polonia y Checoslovaquia, y luego también en Francia, que se unió al Gobierno de Gran Bretaña en una protesta conjunta. Pero aún no se había acordado que se fuera a juzgar a los dirigentes nazis. Ni siquiera insinuado. Aunque había precedentes. 

			Antes de la Primera Guerra Mundial se habían establecido algunas normas para aminorar el daño que pudieran producir las guerras. La regulación parecía necesaria en la medida en la que los conflictos estaban haciéndose más sangrientos. En el campo de batalla ya no contendían ejércitos profesionales constituidos por un reducido número de soldados, sino enormes masas de civiles uniformados. Y la sociedad, en su conjunto, se empleaba con todas sus fuerzas en la producción bélica.

			En abril de 1856 se había firmado la Declaración de París, en la que se regulaba lo relativo a la guerra marítima. A esta le siguió una serie de acuerdos, desde la Convención de Ginebra hasta la de Bruselas, entre 1864 y 1874. El proceso culminó con las Conferencias de La Haya de 1899 y 1907, en las que se reglamentaba de modo detallado la conducta de los beligerantes en un conflicto. Sin embargo, ninguna de ellas tenía un carácter penal; marcaban los límites de las acciones y determinaba lo que era una infracción, pero sin estipular los castigos que habían de aplicarse en caso de cometerla. 

			A fines del verano de 1914, recién estallada la Gran Guerra, los franceses y los rusos crearon sendas comisiones para seguir los desmanes que el enemigo pudiera perpetrar en su territorio. Terminada la guerra, en enero de 1919 se formó la Conferencia Preliminar de la Paz para esclarecer la responsabilidad de los vencidos en el estallido de la conflagración, pero aunque su estudio arrojó conclusiones claras en cuanto a la violación de las neutralidades belga y luxemburguesa, no pudo castigar a los culpables: los miembros japoneses y estadounidenses de la comisión hicieron notar que la guerra de agresión no estaba tipificada como delito, así que solo cabía una sanción moral. 

			Sin embargo, se acordó que se formase un Tribunal Supremo compuesto por miembros de todas las naciones aliadas que examinara los crímenes cometidos durante el conflicto. Se llegó a elaborar un listado de infracciones considerablemente exhaustivo, ante el que los alemanes presentes en la Conferencia de Paz de Versalles solo objetaron que dicho tribunal debía entender de todos los crímenes cometidos sin mirar la nacionalidad, pues, sin duda, los perpetradores de dichos delitos deberían hallarse en ambos bandos. 

			Los países aliados comenzaron a titubear. Los ingleses, que en las semanas finales de 1918 querían colgar al káiser a todo trance, seis meses después tenían dudas. Los franceses no sabían si debilitar a Alemania para restarle poder o mantenerla para que pudiese pagar. Los norteamericanos detestaban el militarismo teutón, pero querían conceder una oportunidad a la democracia. Aunque Wilson odiaba a Guillermo II, admitía que había que considerar la posibilidad de que el emperador hubiera sido empujado a la guerra por su Estado Mayor. Además, Robert Lansing, secretario de Estado, sostenía que no había base jurídica para procesar a los alemanes. Hubo fuertes disensiones entre los estadounidenses, que terminaron negándose a que los derrotados fueran juzgados por crímenes contra la humanidad, aunque tuvieron que acceder a que se formase una comisión que estudiase las responsabilidades en el estallido de la guerra. 

			Finalmente fueron incluidas en el Tratado de Versalles algunas cláusulas que hacían referencia a la cuestión de los crímenes alemanes. Están concretamente en los artículos que van del 227 al 230. En ellos se expresaba la acusación pública que imputaba a Guillermo II en nombre de las potencias aliadas y se preveía la institución de un tribunal formado por jueces de los Estados Unidos, Francia, Gran Bretaña, Italia y Japón, así como la petición al Gobierno de los Países Bajos para que accediera a la extradición del exemperador, pese a que los norteamericanos estaban convencidos de que había que evitar que el káiser se convirtiese en un mártir. El que se le incriminara por ser autor de «una gravísima trasgresión de la moral internacional y de la santidad de los tratados»[2] incomodaba visiblemente a algunos de los países signatarios. 

			De todos modos, los holandeses se negaron a entregarlo, sabedores del cansancio y las divisiones de los Aliados, lo que permitió que el emperador germano pasara el resto de sus días en Doorn sin ser molestado, hasta su muerte en 1941. Alegaron dos razones esenciales: en primer lugar, que el Tratado de Versalles no obligaba más que a las partes contratantes; y en segundo, que las violaciones legales que se achacaban al Hohenzollern eran de carácter político y no jurídico, y que la naturaleza de tales acusaciones no estaba contemplada en la legislación holandesa como causa de extradición. 

			Finalmente, los Aliados elaboraron una lista en torno a unas 900 personas (se desconoce el número exacto, pues nunca se hizo pública), que enviaron a las autoridades germanas, lista en la que se incluía a los mariscales Hindenburg, Ludendorff y Mackensen. La respuesta alemana fue entregar apenas un pequeño número de acusados, todos ellos de escasa relevancia, que fueron juzgados por el Tribunal de Lille en septiembre de 1919. 

			Aunque en un principio se había establecido que el resto de incriminados, después de entregados por los alemanes, habrían de ser juzgados por un tribunal militar aliado, los vencedores pronto cambiaron de planes. Tras la creación de la República de Weimar, determinaron que fuesen los propios alemanes los encargados de enjuiciar a sus compatriotas, algo que las autoridades teutonas reclamaban. En diciembre de 1919, se formó el Tribunal de Leipzig, que instruyó catorce procesos de los que ocho terminaron en condena, la mayoría de carácter muy leve; la práctica totalidad de los miembros de la lista aliada fue inmediatamente puesta en libertad y tan solo resultaron firmemente condenados dos comandantes de submarino (los tenientes Boldt y Dithmar) que habían hundido botes con heridos. Sentenciados a cuatro años, a los pocos días se fugaron de la cárcel y no volvió a saberse de ellos. Pese al más que tibio proceder de la justicia alemana, los sectores militares germanos protestaron fuertemente. Se oponían en tanto los juicios por crímenes de guerra no abarcasen igualmente a los Aliados culpables de su comisión. 

			El Gobierno alemán terminó por hacerse eco de los argumentos de los oficiales de su país, por otro lado no exentos de razón. De modo que, cuando los Aliados se quejaron del comportamiento de los tribunales alemanes, estos solicitaron de París que enjuiciara a sus propios criminales de guerra. La reacción de los Aliados fue la de requerir de Berlín la entrega de los acusados, basándose en que los procesos que tenían lugar en Alemania eran una burla a la justicia.

			El intento de juzgar a los alemanes tras la guerra, pues, no cuajó. Ni los alemanes ni los Aliados se lo tomaron muy en serio, y durante los años de entreguerras no hubo ninguna iniciativa en previsión de que fuese necesario. Algo parecido sucedió con el Tratado de Sèvres impuesto a Turquía en 1920, que trató de proteger a las minorías que habían sido atropelladas por el poder otomano durante la guerra, sin demasiada suerte. 

			En el verano de 1920, se produjo el único intento digno de tal nombre para constituir un tribunal que entendiese de estos delitos con carácter internacional. Fue a iniciativa del Consejo de la recién creada Sociedad de Naciones, que impulsó la formación de un Tribunal Permanente de Justicia Internacional. Sin embargo, una vez constituido, la Asamblea de la Sociedad de Naciones negó a dicho tribunal la capacidad de aplicar la ley penal, con lo que devolvía a los tribunales ordinarios la competencia para juzgar este tipo de delitos, aplicándose la justicia nacional a cada uno de los casos que se presentasen. De este modo, la jurisdicción del tribunal quedó restringida al ámbito de lo civil.

			Como parecía que por ese lado era poco lo que iba a obtenerse, el esfuerzo principal se dirigió a constreñir el uso de ciertas armas en los conflictos. Los Aliados se reunieron en Washington durante febrero de 1922 para concluir un tratado que limitase el empleo de algunas armas, como los gases tóxicos, y también abordaron lo referente a la guerra naval de superficie y submarina; sin embargo, Francia se negó a firmarlo, seguramente a causa de la prohibición del empleo de gases. En cualquier caso, representó un verdadero esfuerzo para limitar el alcance de la destrucción bélica, con un espíritu muy realista. Fue, además, importante por cuanto sirvió de marco para posteriores desarrollos jurídicos, como el Protocolo de Ginebra de 1925, que prohibía el uso de gases, y como la Convención de la Cruz Roja de 1929, que regulaba el trato a los prisioneros de guerra. 

			Al mismo tiempo, se consagraba el principio de que el castigo de los actos que contravinieran las leyes aprobadas sería aplicado en función de la ley de cada país, por lo que no se preveía la constitución de ningún tribunal internacional. 

			Lo cierto es que, a partir de entonces, se buscó reglamentar no tanto la guerra cuanto el recurso a la guerra. Se consideraba que era más lógico evitar que pudiera producirse otro conflicto como el que había concluido en 1918 que limitar la actuación de los beligerantes una vez terminadas las hostilidades. La V Asamblea de la Sociedad de Naciones elaboró el Protocolo de Ginebra en 1924 para condenar la guerra de agresión, aunque Gran Bretaña no quiso firmar. La posterior reunión de la VIII Asamblea tampoco sirvió sino para efectuar una condena de la guerra puramente moral.

			Parecía claro que no era posible construir un sistema que obligase a todos los Estados. La única alternativa no podía ser sino la diplomacia bilateral o multilateral de carácter regional. Quienes primero habían establecido ese tipo de relación eran Alemania y la Rusia soviética, que habían firmado el Tratado de Rapallo, en 1922, pero se trataba de dos naciones parias en el escenario internacional.

			De entre los varios tratados que se elaboraron contando con los Aliados, dos son de destacar: el Tratado de Locarno y el pacto Briand-Kellog. El primero, firmado el 16 de octubre de 1925, comprometía a alemanes, belgas y franceses en el mantenimiento de la paz en Europa Occidental, y fue articulado con mayor precisión de lo que se solía hasta esa fecha, quizá por no confiar en exceso en las disposiciones de la Sociedad de Naciones. Se suponía que era la base sobre la que edificar las relaciones entre dos Estados cuyos intereses eran tan manifiestamente contrarios como los de Alemania y Francia. 

			El pacto de Briand-Kellog fue rubricado el 27 de agosto de 1928, y lo firmaron en París veinticinco países que renunciaban al uso de la guerra para la solución de sus diferencias. Pero, además de que no pocos países manifestaron reservas acerca del carácter del pacto —entre ellos Estados Unidos, el Reino Unido y Francia—, dicho pacto no obligaba en lo relativo a las sanciones. Siempre sucedía lo mismo: una vez establecidas las normas, ningún tratado contemplaba el castigo a aplicar en caso de que alguien violase los acuerdos. Como es fácil colegir, aquello invalidaba virtualmente el tratado, al privarle de medios coercitivos. Por otro lado, se dejaba al criterio de cada Estado la interpretación de qué era legítima defensa, una de las causas que justificaban la guerra según el pacto. 

			Por lo tanto, todo lo que se hizo durante la época de entreguerras para construir un orden jurídico que no solo compilase las normas, sino que previese los castigos a aplicar en caso de violación de las mismas, había fracasado. Nadie puso el empeño suficiente como para que eso no fuese así. Probablemente porque nadie creía que pudiera llegar un momento en el que las circunstancias demandasen algo semejante. 

			Ese era el escenario cuando estalló la Segunda Guerra Mundial. 

			Durante la Segunda Guerra Mundial

			Habría que esperar al comienzo de la Segunda Guerra Mundial para que renacieran los intentos de crear un tribunal internacional que se ocupase de los crímenes que se cometiesen en tiempo de guerra. 

			Desde casi el mismo comienzo de la lucha, a principios de 1940, los polacos en el exilio reclamaron que se castigaran los actos criminales que se estaban cometiendo en Polonia. Tales pretensiones, sin embargo, fueron ignoradas hasta que se produjo la invasión de la Unión Soviética en junio de 1941; entonces, tanto los checos como los polacos encontraron alguna mayor audiencia, si bien los norteamericanos y los británicos tampoco quisieron comprometerse en exceso.

			Durante los primeros meses de la guerra, los británicos titubearon. Tenían sus razones. Las denuncias de las persecuciones nazis contra los alemanes que se oponían al régimen habían sido desechadas por considerarlas propaganda. Y, además, consideraban que las informaciones procedentes de los Gobiernos en el exilio podían no ser todo lo fiables que sería de desear. Antes de precipitarse en una denuncia que pudiera ser desenmascarada como falsa, resultaba mejor pecar de prudencia. Pero también contaba el hecho de que los británicos, en aquel invierno de 1940, aún trataban de no provocar a los alemanes en exceso, como si esperasen llegar a un acuerdo que hiciese posible un retorno a la paz. 

			A partir de junio de 1942, tras la brutal represalia alemana en Lídice a causa del asesinato de Reinhardt Heydrich, el Gobierno checo en el exilio —que había planeado el atentado— se sumó decidido a la presión polaca. Los disparos que finalmente acabarían con su vida se produjeron el 27 de mayo, pero el Reichsprotektor no moriría hasta el 4 de junio, en medio de atroces dolores. Entretanto, el Gobierno en Londres presentaba la acción como una respuesta a la administración que el «monstruo» había impuesto a Bohemia y Moravia. El ministro checo de Estado, el doctor Hubert Ripka, señaló que «no habrá paz ni justicia en el mundo a menos que los alemanes sean severamente castigados y a menos que los Aliados garanticen que los alemanes no emprenderán ninguna nueva aventura contra el mundo».[3] 

			Por aquellas fechas, arreciaban los bombardeos británicos a las ciudades alemanas. Gran Bretaña, en 1942, aún no tenía la capacidad de dañar seriamente de modo frontal al Reich; en el mar, los submarinos se cobraban sus víctimas con regular facilidad —y más ahora que los bisoños norteamericanos habían entrado en guerra—, mientras en tierra una mínima fracción de la Wehrmacht ponía en enormes apuros a lo más granado de las tropas de la Commonwealth en el norte de África.

			De modo que los ataques aéreos eran vistos como una necesidad militar y propagandística. Junto a los convoyes que se enviaban a la URSS, eran la única forma de hacerse presentes y de aliviar en algo —por poco que fuese— el peso del Ejército alemán en el frente oriental. 

			Desde la primavera de 1942, la Real Fuerza Aérea había emprendido una decidida campaña de bombardeos que incluyeron Rostock y Lübeck —situadas en una región relativamente cercana del mapa del Reich—, además del Ruhr y, sobre todo, Colonia, sobre la que envió una inmensa flota de mil aparatos la noche del 30 de mayo. El objetivo fundamental era la población civil, y solo ocasionalmente las industrias armamentísticas alemanas.

			Por esta razón, los checos, de la misma manera que los polacos anteriormente, trataron de que los ataques de la RAF fueran no solo explicados como una contestación a la barbarie nazi, sino que además se centrasen en el bombardeo de pequeñas ciudades, del tamaño de aquellas en las que los alemanes perpetraban sus represalias. Los británicos, sin embargo, persistieron en señalar que el bombardeo de las ciudades del Reich estaba destinado a dañar el potencial militar germano, y no a la venganza. Por supuesto, no era verdad, tal y como los propios responsables del Mando de Bombardeo admitían, pero en modo alguno querían aparecer como los ejecutores de la política de otros. El bombardeo obedecía a su propia lógica y tenía su propia política.

			Fue a comienzos de 1942, en la III Conferencia Interaliada celebrada en Saint James Palace, en Londres, cuando se produjo el primer pronunciamiento inequívoco acerca de la voluntad de llevar ante la justicia a los culpables de crímenes de guerra en las zonas ocupadas, la llamada «Propuesta de creación de una Comisión de las Naciones Unidas para la Investigación de Crímenes de Guerra». El documento finalmente redactado a consecuencia de los acuerdos que se alcanzaron fue firmado por los representantes de Bélgica, de la Francia Libre, de Grecia, Luxemburgo, Polonia, Noruega, Holanda, Checoslovaquia y Yugoslavia. Además asistieron en calidad de observadores representantes del Reino Unido, de la URSS, de China, de India y de los Dominios. Los chinos manifestaron que, pese a no haber suscrito el acuerdo de forma expresa, pensaban aplicarlo a la ocupación japonesa de su país.[4] 

			Los nueve Gobiernos signatarios tomaron la iniciativa de anunciar que «entre los objetivos bélicos principales de los Aliados figura el castigo de los responsables de estos crímenes, sin tener en cuenta si los acusados dieron la orden, la ejecutaron ellos mismos o participaron de un modo u otro en estos crímenes. Estamos decididos a procurar que los culpables y los responsables, cualquiera que sea su nacionalidad, sean detenidos, juzgados y condenados y que las condenas sean cumplidas». El basamento legal era la Convención de La Haya, que especificaba que los Ejércitos ocupantes no podían cometer «actos de violencia contra la población civil en los países ocupados, despreciar las leyes del país y derrocar las leyes y las instituciones nacionales», así como la imposibilidad de imponer «ninguna pena colectiva (…) contra los pueblos por razón de hechos individuales».[5]

			En cuanto al deseo de juzgar al enemigo, esta es la primera vez que se formula de modo abierto y, sin duda, es el documento que abrió el camino al desarrollo posterior que, en definitiva, se articuló como un objetivo político. Por tanto, la expresión de dicha intención política es altamente significativa. 

			A mediados de 1942, también los polacos requirieron de Londres el anuncio de que los bombardeos que llevaban a cabo sobre el Reich eran la represalia por el fusilamiento de rehenes que los alemanes habían ejecutado tras el asesinato de dos policías en Varsovia. Pero de nuevo el Foreign Office se negó a hacer tal cosa y reiteró que los ataques se debían a razones puramente militares. De igual modo, fracasaron cuando intentaron algo semejante con Roosevelt, aunque, lejos de resignarse, siguieron presionando para que los Aliados se comprometiesen al anuncio de que, tras la guerra, serían ejecutados cinco alemanes de igual condición por cada inocente polaco, checo o yugoslavo asesinado por los invasores.[6] Wladyslaw Sikorski, el líder polaco, continuaría presionando durante los siguientes meses, pero no encontraría mejor acogida.

			Por esas mismas fechas, en junio de 1942, Churchill sugirió a Roosevelt que se debía formar una comisión que estudiara lo referente a las atrocidades que cometieran los alemanes. No cabe duda de que era una consecuencia directa de la presión a la que se veía sometido por los Gobiernos polaco y checo en el exilio. Pronto encontró el apoyo de Harry Hopkins, el consejero de Roosevelt, quien se dio cuenta de la oportunidad de propaganda que brindaba una iniciativa como esa, siempre que entre los trabajos de dicha comisión se incluyese el de suministrar información de los crímenes del enemigo de forma continua a la población, provocando de este modo la movilización propia. Hopkins propuso, además, que los miembros de dicha comisión fueran elegidos de entre personas de reputación intachable, e independientes de los Gobiernos, aunque obviamente estuvieran de acuerdo con ellos. 

			El 1 de julio de 1942, el premier inglés llevó al Gabinete de Guerra la propuesta de constitución de la comisión, con el apoyo del Foreign Office. En su presentación Churchill incidió en el carácter «espoleador» de la comisión al hacer públicos los crímenes alemanes, lo que funcionalmente tendría el efecto de renovar los ánimos de los Aliados. Ese carácter propagandístico fue muy importante en el periodo de gestación de la idea que desembocaría en la formación de la comisión y aun en los comienzos de esta, pues, en efecto, los Aliados estaban por aquellas fechas de la primavera y el verano de 1942 muy necesitados de inyecciones de optimismo. 

			Churchill había pasado por su momento más delicado a principios de aquel año, tras la caída de Singapur; en el mar, las victorias alemanas se sucedían, engordando las cifras de hundimientos hasta casi hacerlas coincidir con las de la producción; para mayor escarnio, en febrero, los cruceros Scharnhorst, Gneisenau y Prinz Eugen habían atravesado el Canal de la Mancha ante las mismas narices de la RAF y de la Royal Navy, sin que estas pudieran hacer nada por detenerlos; en África, Rommel se había convertido en una especie de leyenda viva que atemorizada a las tropas aliadas, y que el mismo Churchill había contribuido a crear con su imprudente locuacidad al calificarle de «gran general»; los japoneses extendían su poder como una mancha de aceite por el Asia Sudoriental, por China y las islas del Pacífico; y los alemanes retomaban en primavera la ofensiva en la Unión Soviética con un ímpetu arrollador. La propaganda resultaba, en esos sombríos meses de 1942, más necesaria que nunca. 

			La comisión debería desarrollar un trabajo de recogida de testimonios a través de deposiciones e interrogatorios, así como informar a las autoridades aliadas de las atrocidades que se cometiesen, personalizando, en la medida de lo posible, la autoría de los crímenes.[7] Pero todavía no estaba claro que el proyectado organismo fuese a tener un carácter propiamente judicial; lo que asomaba hasta ese instante era la conveniencia por razones psicológicas y propagandísticas. Anthony Eden, secretario del Foreign Office, así lo entendía y, de hecho, lo que defendía era que no se hiciese comparecer a quienes debían ser los principales acusados, tales como Hitler, Mussolini, Göbbels, Göring o Himmler, sino a aquellos cuya autoría criminal pudiera ser discutida o hubiera de ser establecida: los casos de los responsables máximos habían de ser tratados como una cuestión política, y no judicial. 

			Además, no debía crearse un tribunal internacional especial, sino que cada Estado tenía que enjuiciar aquellos delitos que le afectasen o que se hubieran cometido en su territorio. Los criminales debían ser juzgados por cortes penales militares o civiles pero que aplicasen la ley militar, en orden a acelerar las causas y a que no se eternizasen, algo que temía especialmente Eden. Las condenas debían dictarse con la máxima brevedad, evitando que los juicios mantuviesen por mucho tiempo la atmósfera propia de un tiempo de guerra. 

			Las propuestas de Eden no fueron universalmente aceptadas. Churchill nunca suscribió sus puntos de vista —lo que fue recíproco— y lord Simon —lord canciller y consejero del primer ministro— manifestó su desacuerdo con un plan que ni satisfacía a la opinión pública ni a la justicia, en particular la idea de que las principales personalidades escaparan a todo enjuiciamiento. El público británico jamás aceptaría que pudiera ahorcar se a los subordinados mientras que los jefes escapaban a dicho castigo. Desde entonces, Simon se convirtió en un crítico acervo del Foreign Office en este asunto. 

			Y, sin embargo, el 6 de julio de 1942 el propio Simon fue designado para dirigir la formulación de la política de crímenes de guerra británica. Se reunió con John Winant, el embajador norteamericano en Londres, y le participó su oposición a crear un tribunal internacional dadas las diferencias entre las distintas jurisprudencias de los países aliados. Además, el Reino Unido se oponía a la elaboración de un nuevo código legal para enjuiciar los crímenes de guerra; era mejor adherirse, simplemente, a la ley existente. Simon expuso la posición de Eden como si fuese la suya propia, sin desvelar las diferencias que les separaban, y también el que los crímenes que debían perseguir se eran aquellos cometidos contra los Aliados y no crímenes en general (lo que causaría un profundo desencuentro con el Departamento de Estado norteamericano). 

			Se tomaron algunas decisiones más, como que el objetivo era recoger los testimonios y el material referente a las peores atrocidades, señalando que no existía una decisión acerca del establecimiento de un tribunal internacional. Además, el propósito era invitar a Bélgica, Grecia, Luxemburgo, Checoslovaquia, Holanda Noruega, Polonia, Yugoslavia y a la Francia Libre a unirse a la comisión a la que pertenecerían los cuatro grandes: Estados Unidos, la Unión Soviética, Gran Bretaña y China. Simon adelantó, además, la pretensión británica de que los Dominios tuvieran una representación propia, algo que sería motivo de fricción con Moscú más adelante. 

			A finales de julio, los Gobiernos en el exilio de Luxemburgo, Holanda y Yugoslavia enviaron un memorándum al presidente norteamericano Franklin Delano Roosevelt en el que detallaban los crímenes perpetrados por los alemanes en los nueve países ocupados de Europa. Instaban a los Estados Unidos a que anunciasen de nuevo la determinación de los Aliados de conseguir sus objetivos y de que los crímenes no quedaran impunes. Tres semanas más tarde, el 21 de agosto, Roosevelt anunciaba que los asesinos pagarían, aunque expresaba que tendrían que comparecer ante tribunales establecidos en los mismos países que ahora sojuzgaban. Tal declaración molestó sobremanera a los británicos, quienes no habían sido informados en una materia que requería la consulta entre los Aliados; no era la primera, ni sería la última vez, que los norteamericanos situaban a Londres ante un hecho consumado. 

			Y es que poco antes, a comienzos del mes de agosto, Eden había reunido a los representantes de ocho Gobiernos en el exilio y de los franceses libres para anunciarles la política aliada al respecto de los criminales, lo que había de constituir uno de los principales objetivos de guerra, tal y como Churchill había expresado en octubre de 1941. Para entonces, aún no se había decidido la política concreta a seguir, de modo que Eden no podía hablar más que de intenciones con un carácter general, como admitió. Lo único que pidió a los representantes de los países ocupados era que mantuviesen el secreto de lo allí tratado y que no dieran ningún paso legal en ese orden de cosas. 

			Eden reconocía abiertamente la indecisión de su Gobierno en dicho asunto. Roosevelt, sin embargo, al actuar como lo hacía buscaba, sobre todo, disminuir la presión de los exilados. No había considerado la cuestión desde el punto de vista de la necesidad de castigar a los culpables por medios legales ni le interesaba gran cosa.

			Avisado, sin embargo, de la mala impresión que había causado su declaración unilateral sobre el asunto, decidió que era el momento de efectuar un pronunciamiento conjunto con Londres en el que se señalase la diferencia entre la cúpula nazi y el pueblo alemán, y en el que también se recordase públicamente la intención de castigar a los culpables tras la contienda, pero dejando claro que el castigo se aplicaría sobre los individuos que hubiesen cometido los crímenes, que necesariamente serían un pequeño número de alemanes. 

			A comienzos de octubre, lord Frederick H. Maugham —prestigioso jurista británico y antiguo lord canciller— compareció ante el Parlamento para anunciar que el castigo de los crímenes de guerra estaba entre los objetivos principales de los Aliados en la guerra; incluso defendía que el castigo de dichos crímenes comenzara sin necesidad de que terminase la guerra. Lord Maugham señaló que debía dotarse a los tribunales ingleses de la posibilidad de juzgar a todo alemán que hubiese asesinado a un inglés, aunque el crimen se hubiese cometido fuera de la jurisdicción de los tribunales británicos; de otro modo «un alemán podría haber asesinado a un británico en un campo alemán y luego pasearse y vivir a todo trapo en el Mayfair sin que nadie tuviera el menor derecho a ponerle la mano encima».[8]

			Le contestó lord Simon, quien refutó algunos de los argumentos de Maugham asegurando que Gran Bretaña había aprendido de la Primera Guerra Mundial y que no repetiría los mismos errores; ahora, el propósito de establecer la comisión que habría de ocuparse de los crímenes contaría con el respaldo de los Estados Unidos y de los aliados continentales del Reino Unido, si bien no dejaba de admitir una sombría perspectiva dado el retraso de las respuestas de la URSS, India, China y los Dominios. La respuesta de Simon resultó satisfactoria para ambas cámaras del Parlamento y para los Gobiernos europeos en el exilio, que deseaban un compromiso serio por parte de Londres y Washington, y así veían este más cerca. Sin embargo, la Unión Soviética mantenía su mutismo, lo que no presagiaba nada bueno.

			La complicación al respecto de la URSS había sido prevista por Eden. Pero no en la forma que tomó. Porque los soviéticos no se limitaron a guardar silencio o dar una respuesta diplomática a la propuesta que Londres les había formulado el 3 de octubre para que se adhiriesen a la prevista comisión de crímenes de guerra. Al contrario, ante la iniciativa occidental y muy posiblemente molestos, en particular con los británicos, acusaron a estos de proceder en complicidad con los alemanes, al dar asilo a destacados líderes nazis. Evidentemente, se referían a Rudolf Hess. El 3 de noviembre hubo una contestación formal de Moscú.

			Aunque no en cuanto a su virulencia, la respuesta podían suponerla por cuanto el 14 de octubre Viacheslav Molotov —el comisario soviético de Exteriores— había hecho referencia a la voluntad de enjuiciar a la camarilla hitleriana; los nazis estaban exterminando, decía Molotov, a los pueblos amantes de la libertad, y en consecuencia a una porción nada despreciable de quienes vivían en los territorios ocupados. La Unión Soviética esperaba que los líderes alemanes compareciesen ante un tribunal según fuesen capturados, sin mayor dilación —entre esos líderes se contaban Hitler, Göring, Himmler, Göbbels, Hess, Ribbentrop y Rosenberg—, y que fuesen castigados con especial dureza de acuerdo a la ley penal. 

			No contentos con eso, los soviéticos insistieron en su campaña en la prensa nacional. El periódico oficial, Pravda, cargó contra Gran Bretaña acusándola de no llevar ante los tribunales a Hess, lo que suponía que Londres hacía causa común con un criminal al retrasar su comparecencia ante la justicia hasta el final de la guerra. Londres se reservaba así una baza de cara a la negociación con el Reich a la espera de que la guerra concluyese. Como el embajador británico en Moscú sugirió, esta actitud mostraba el miedo a que Londres y Berlín pudieran entenderse. Los soviéticos también intentaron abrir una brecha entre los Aliados occidentales al indicar que, en contraste con la actitud británica, el presidente Roosevelt había obrado con gran sabiduría. La verdad es que Roosevelt no había indicado nada al respecto de que hubiera que iniciar los juicios antes del final de la guerra.

			La cuestión de Hess levantó muchas suspicacias en Moscú. Stalin disponía de informes acerca de los intentos alemanes de atacar la Unión Soviética que, durante meses, no quiso creer, incluyendo una notificación de Churchill en la que le advertía de lo que se le venía encima; pero creyó, o prefirió creer, que tal advertencia obedecía a un desesperado intento de los ingleses de provocar una guerra entre ellos y los alemanes, así que la ignoró. Temía que Londres llegase a un acuerdo con los nazis, ya que según su embajador, Iván Maiski, existía una lucha interna en el gabinete británico entre quienes deseaban alcanzar la paz con Hitler y quienes querían seguir con la guerra. La posible confirmación de que los segundos se habían impuesto no logró tranquilizarle lo más mínimo. 

			Para el verano de 1942, los soviéticos se encontraban en enormes apuros militares, y su irritación por el hecho de que los occidentales no abrieran el segundo frente iba en aumento. Por supuesto, no estaban en condiciones de hacerlo, y a fin de demostrar a Stalin cuál era su realidad militar emprendieron el desembarco en Dieppe en agosto, un desastre militar cuya razón básica fue política. 

			Sería en octubre de ese año 1942 cuando se fundara en Londres la Comisión Interaliada de Crímenes de Guerra, cuya finalidad era la de recoger pruebas y testimonios para elaborar las listas de criminales de guerra. Diecisiete Estados anunciaron su adhesión a lo que posteriormente se conocería como UNWCC (United Nations War Crimes Commission), incluyendo Estados Unidos y Gran Bretaña, además de China y Francia y el resto de Gobiernos en el exilio de la Europa ocupada por el Tercer Reich. 

			A partir del 18 de diciembre de 1942 —en que se hizo referencia explícita al exterminio judío—, dicha comisión anunciaría repetidas veces que se castigarían los crímenes de guerra cometidos por el Eje; los documentos y testimonios que iban acumulando al respecto resultaban abrumadores, y motivaron un endurecimiento del lenguaje aliado.

			La decisión

			Cuando los ministros de Exteriores aliados se encontraron en Moscú, en octubre de 1943, acordaron concretar los primeros pasos en lo referente a los juicios: los responsables alemanes serían juzgados en el lugar en el que hubieran cometido los delitos y según la ley de dicho país. En el caso de que los crímenes hubieran tenido por escenario distintos países, el castigo correspondería a los Aliados de modo conjunto. Lo que no estaba claro era cómo se articularía ese formato mancomunado. Cordell Hull encontró un amplio eco al decir que era partidario de la ejecución sumaria en el campo de batalla, entre las risas de los soviéticos, mientras los británicos insistían en que se observaran las garantías formales.[9] 

			La inauguración del United Nations War Crimes Commission (UNWCC) tuvo lugar con carácter oficial el 20 de octubre de 1943. Ese día se reunieron en Londres representantes de diecisiete naciones aliadas presididos por lord Simon, por cuanto Eden estaba en la cumbre de ministros de Exteriores en Moscú. Estuvo ausente la Unión Soviética, ya que había un par de puntos en los que no estaba de acuerdo, al decir de Simon, aunque dio a entender que no habrían de ser obstáculo en el futuro.

			Desde la presidencia se definieron las metas de la comisión: por un lado, investigar y archivar los crímenes de guerra cometidos de los que se tuviera noticia e identificar, en la medida de lo posible, a los autores individuales de los mismos; por otro lado, informar la comisión de los crímenes a los Gobiernos a los que atañesen. Simon remarcó que su tarea habría de ser en el futuro la de registrar los delitos, pero no la de prepararse para su enjuiciamiento. Se daba por hecho que los principales criminales constituían un caso político antes que jurídico.

			A los Gobiernos en el exilio no les parecía mal que se pudiera deducir de las palabras del presidente que serían los propios Estados en los que se hubieran cometido los crímenes quienes juzgarían a los acusados; el trabajo de la comisión, entonces, quedaba reducido a la conformación de las listas de criminales y a la decisión de quiénes serían entregados y a qué países (ya que habría algunos reclamados por varios). El representante holandés quedó complacido con el planteamiento, mientras que el chino, Wellington Koo, se mostró contrariado por el periodo que iba a cubrir la comisión, ya que China se encontraba en guerra con Japón desde una década atrás, y trató de que se considerase la posibilidad de enjuiciar a todos los japoneses que hubieran tenido responsabilidades desde septiembre 1931, fecha en que Tokio inició la ocupación de Manchuria. Los británicos no eran favorables a esta solución por cuanto sabían deseosos a los checos de solicitar una medida semejante, lo que les situaba a ellos ante la incómoda perspectiva de tener que revivir el episodio de la Conferencia de Múnich, de modo que la sesión inaugural concluyó sin adoptar una respuesta concreta a la propuesta china.

			En sustancia, en esa primera reunión se aprobaron tres cosas; la primera, el establecimiento de la propia organización; la segunda, que su sede se fijase en Londres; y la tercera, el periodo de tiempo que habrían de abarcar las investigaciones de los crímenes. 

			Esa fue una de las razones de las discusiones que tuvieron lugar a continuación en Teherán. Reunidos en la capital iraní entre el 28 de noviembre y el 1 de diciembre de 1943, los jefes de Estado aliados discutieron por primera vez de manera abierta el asunto de las sanciones a los alemanes. Lo que significara el que el castigo correspondiese a los Aliados no se hallaba en absoluto definido, y no estaba claro que las ideas de cada uno de ellos no difiriesen de modo muy acusado. 

			Era el primer encuentro entre Churchill, Roosevelt y Stalin. La situación militar era mucho mejor de lo que había sido hasta entonces. Los soviéticos estaban derrotando a la Wehrmacht desde el verano en Rusia y Ucrania, tras la victoria de Stalingrado, mientras que los occidentales habían expulsado al Eje del Norte de África en mayo y desembarcado, primero en julio en Sicilia, y luego, en septiembre, en la Italia meridional. Aunque los ejércitos alemanes resistían con fortaleza, ante la suma de las enormes fuerzas estadounidenses, británicas y soviéticas, el final del Tercer Reich era cuestión de tiempo. El ambiente de la cumbre era inmejorable.

			La elección del lugar convenía más que a nadie a Stalin. Un impedido Roosevelt tuvo que atravesar medio mundo para llegar hasta Persia, en compañía de Churchill tras haberse reunido con él en El Cairo. Eran muchos los asuntos de importancia sobre la mesa: la cuestión de Polonia y sus fronteras, el desembarco aliado en Europa, que Churchill quería en el Mediterráneo oriental —lo que amenazaba la prevista expansión soviética por Europa del Este— y la Operación Overlord o desembarco en Normandía. Pero si el premier inglés tenía la intención de hacer frente común contra Stalin, lo que de verdad deseaba Roosevelt era desmantelar el Imperio británico, para lo cual necesitaba precisamente a Stalin. Había, además, otra serie de cuestiones menores, pero de relativa importancia, que enturbiaron algo la atmósfera.

			Sin embargo, nada fue tan perturbador como la cena del día 29, en la que se trató la cuestión de los criminales de guerra. La cena, al estilo soviético, consistió en una ininterrumpida sucesión de brindis, en la que se combinó con el vodka toda suerte de bebidas alcohólicas, continuada a lo largo de varias horas. 

			Culminando los brindis, Stalin levantó su vaso invitando a los presentes a celebrar la justicia que habrían de imponer tras la guerra: 

			—Propongo un saludo a la justicia más expedita posible para todos los criminales nazis de Alemania… justicia ante un pelotón de fusilamiento. Bebo por nuestra unidad en despacharlos tan pronto como los capturemos a todos y que pueda ser, por lo menos, a cincuenta mil de ellos. 

			El efecto que tales palabras produjeron en la sala fue instantáneo. Apenas comenzó a recorrer las delegaciones de los países aliados un ominoso silencio cuando Churchill ya había saltado de su silla. Visiblemente bebido —pese a su alcoholismo, el premier británico había ingerido una a todas luces excesiva dosis de brandi— y con el rostro congestionado, prorrumpió en alta voz:

			—Esa actitud es contraria al sentido británico de la justicia. El pueblo inglés no tolerará nunca semejante asesinato en masa. Aprovecho esta oportunidad para decir que me siento muy partidario de que a nadie, sea nazi o no, se le juzgue sumariamente, delante del pelotón de fusilamiento, sin un proceso legal, ¡aunque los hechos conocidos resulten evidentes en su contra!

			Con una expresión de cierta satisfacción por haber enojado al líder británico, Stalin se volvió para pedir parecer a el presidente Roosevelt. El norteamericano se sintió obligado a decir algo ingenioso, pero no hizo más que empeorar las cosas: 

			—Como de costumbre, parece ser que mi función consista en mediar en la disputa. Está claro que debe haber alguna especie de transacción entre vuestra posición, señor Stalin, y la de mi buen amigo el primer ministro. Acaso sea bueno decir que, en vez de ejecutar sumariamente a cincuenta mil criminales de guerra, deberíamos fijar un número menor… ¿No podríamos decir cuarenta y nueve mil quinientos?

			Los norteamericanos y soviéticos rieron con ganas, pero los británicos permanecieron hieráticos. Churchill estaba furioso, así que dijeron que la cuestión requería un estudio pormenorizado. Sin embargo, Stalin prosiguió, insistente, preguntando a los presentes qué opinaban. La cuestión se prolongó aún durante un buen rato.[10]

			Es lo más probable que Stalin estuviera sondeando el terreno entre los Aliados, y hasta disfrutando al provocar las diferencias entre los británicos y los norteamericanos. Pero estaba claro que creía verdaderamente lo que defendía. Su propósito era el de fusilar al Estado Mayor General, para empezar. De hecho, este constaba de unos cincuenta mil oficiales, la cifra que había propuesto liquidar; la asombrosa efectividad de la Wehrmacht dependía de ellos. El objetivo, concluyó Churchill, era el de destruir para siempre el poder militar alemán. La preocupación acerca de una recuperación alemana después de la guerra, tal y como había sucedido después de 1918, parecía lógica.[11]

			Cuando el premier británico manifestó su oposición rotunda al exterminio de la casta militar germana, Stalin comprendió que había ido demasiado lejos, y aseguró a Churchill que la propuesta no era más que una broma, una exageración, y que en realidad jamás había considerado tal cosa. Por supuesto, Churchill no lo creyó. Pero una cosa sí quedó clara: ante el problema de qué hacer con los vencidos, existían dos posibilidades: se los podía fusilar, sin más miramientos, o bien se los podía conducir ante un tribunal. 

			Y esa doble perspectiva era la que existía cuando los Aliados volvieron a reunirse en Yalta, en febrero de 1945. Pero, en realidad, las posiciones no eran firmes, y los propios líderes políticos mudaban sus puntos de vista con rapidez. Así, en Yalta Churchill se manifestó partidario de liquidar por la vía rápida a los alemanes, mientras que Stalin prefirió mantener las apariencias juzgando a quienes consideraba criminales de guerra antes de fusilarlos, como había empezado a hacer en Járkov en diciembre de 1943 con unos oficiales alemanes acusados oficialmente de «crímenes de guerra». 

			La posición del primer ministro inglés contemplaba el fusilamiento sin juicio de los principales nazis, en una lista que abarcase más de cincuenta pero menos de cien responsables. Hitler constituía una excepción, por cuanto no se le podía fusilar: había que enviarlo a la silla eléctrica.[12] Por lo demás, el tribunal, caso de formarse, debía examinar la cuestión del listado y concluir si los hombres que se encontraban en él debían ser considerados fugitivos, en cuyo caso cualquiera que se encontrase con ellos estaba autorizado a matarlos. Si, en todo caso, eran apresados, la labor del tribunal consistiría en verificar su identidad antes de ser fusilados.[13]

			Hasta bastante avanzada la guerra los norteamericanos no se definieron al respecto. Su punto de vista era necesariamente distinto, por cuanto no habían sufrido la ocupación alemana ni habían sido testigos de crímenes contra la humanidad por parte de la Wehrmacht en las campañas africanas e italiana. La sociedad estadounidense tuvo que acostumbrarse a la guerra tras pasar por un periodo de agudo aislacionismo. La entrada en guerra, debida a Pearl Harbor, tuvo como consecuencia que sintieran hacia los japoneses mucho más odio que hacia los alemanes. 

			El Gobierno estadounidense estaba dividido por este asunto. No era solo una cuestión de experiencia en cuanto a las atrocidades: era, fundamentalmente, una cuestión moral. El secretario de Estado Henry Morgenthau etendia el ajuste de cuentas con los criminales nazis en el marco de una política más amplia. En septiembre de 1944 propuso la eliminación de Alemania como sociedad organizada, reduciéndola a una simple estructura agraria y aplicando una política de exterminio étnico mediante esterilizaciones masivas de la población: «Tenemos que ser duros con el pueblo alemán, no solo con los nazis. Tenemos que castrar a los alemanes o tratarlos de manera que no puedan reproducir gente como lo han hecho en el pasado». Las palabras son particularmente importantes por cuanto Morgenthau era «la conciencia moral de Franklin (Roosevelt)» de acuerdo a la definición de su esposa Eleanor.[14] 

			El planteamiento de Morgenthau tuvo un notable impacto en sus aliados. Aunque en un principio Churchill se opuso enfáticamente al trato que pretendía dar se a Alemania en su conjunto (el plan Morgenthau era «antinatural, anticristiano e innecesario»), el premier vio desvanecerse sus escrúpulos morales cuando el secretario del Tesoro estadounidense le hizo ver las ventajas que tendría para Gran Bretaña la desaparición de la potencia industrial germana. Aquello provocó la disputa con su ministro de Exteriores, Anthony Eden, quien consideraba que Churchill había expuesto en público la opinión contraria en demasiadas ocasiones. Pese a la incomodidad que este pudiera sentir, se negó a cambiar de opinión.[15] El plan del norteamericano incluía el fusilamiento de una cifra de oficiales alemanes semejante a la que Stalin había propuesto en Teherán. 

			En el seno del Gobierno norteamericano también había quien sostenía un punto de vista diferente. El secretario de Guerra, Henry L. Stimson, era un firme opositor a la política de destrucción de Alemania y su conversión en un erial desindustrializado que hiciera inviable la vida civilizada; asimismo, se mostraba contrario a dispensar un trato arbitrario a los criminales de guerra. Stimson elaboró un memorándum, apenas cuatro días después del de Morgenthau, en el que sostenía que la solución no consistía en exterminar de un modo u otro a los alemanes, sino en encontrar el modo en que tratar a los criminales de guerra. Para Stimson, los alemanes no eran un pueblo asesino. 

			La propuesta de Stimson pasaba por ser mucho más razonable: Estados Unidos debería participar en un tribunal internacional en el que se enjuiciase a los acusados de haber participado en crueldades que no pudiese justificar la situación de guerra. Stimson alegaba que este punto de vista estaba de acuerdo con las sentencias aplicadas por el Tribunal Supremo de los Estados Unidos, por lo que debían constituir la base de la persecución de los crímenes nazis. 

			La posición de Stimson era, en verdad, valiente por cuanto sabía que Morgenthau era amigo personal de Roosevelt, pero sobre todo porque este y Churchill habían acordado en Quebec, apenas un mes antes, que para los mayores criminales de guerra —tales como Hitler, Göbbels, Himmler y Göring— resultaba inapropiado el juicio. Los grandes nazis debían ser fusilados sin ningún tipo de contemplaciones, tan enorme era la evidencia de su culpabilidad. «El destino de los dirigentes nazis es un asunto político, no judicial; la resolución que se adopte al respecto debe ser decisión conjunta de los Gobiernos aliados. Esto, en realidad, ya quedó expresado en la Declaración de Moscú».[16]

			Resultaba, sin embargo, que para entonces Stalin había cambiado de parecer. La opinión generalizada de los historiadores es que el dictador georgiano habría llegado a la conclusión de que no habría manera de convencer a Churchill de la conveniencia de mudar de opinión, por la que esta sería la causa de que los soviéticos se aviniesen a la celebración de un juicio internacional, ya que Londres no admitiría nunca los fusilamientos masivos. Pero ellos sabían cómo transformar un juicio en un espectáculo propagandístico. A las pocas semanas, en todos los cines de la Unión Soviética se proyectaban las imágenes de las condenas y los ahorcamientos de los criminales nazis, en medio de ingentes muchedumbres que clamaban venganza por los crímenes cometidos. 

			Stimson seguía con su política de disuasión del presidente. Sabía que debía ser más contundente si quería contrarrestar la influencia de Morgenthau. Le encargó al subsecretario de Guerra, John Jay McCloy, buscar una argumentación que resultase demoledora en cuanto a la conveniencia de que se celebrasen los juicios. McCloy había sido responsable de la deportación de los estadounidenses de ascendencia japonesa durante los primeros meses de la guerra, algo de lo que se había tenido que convencer al presidente, reacio en principio. Hábil abogado de Wall Street, lo había conseguido sin muchas dificultades. Para Stimson, McCloy —relacionado con la élite de la sociedad americana— era una persona de enorme valor por cuanto conocía a las personas adecuadas para cada cometido. Descargó la tarea en el coronel Murray C. Bernays —judío de origen lituano—, quien también procedía del mundo del Derecho y al que volvería tras la guerra. 

			Bernays fue el verdadero creador, desde el punto de vista del derecho, de la concepción jurídica que desembocaría en Núremberg. Compiló una serie de ideas que tomaron forma en un documento titulado «Proceso a los criminales de guerra europeos», en el que defendía la posibilidad no solo de enjuiciar a los más importantes criminales alemanes, sino también a las asociaciones a las que pertenecían, por haber conspirado en la preparación de actos criminales. Sin embargo, para no hacer excesivamente larga la lista de incriminados, proponía que solo a los más altos responsables se les hiciera comparecer ante un alto tribunal. Aunque las organizaciones fuesen declaradas criminales —lo que, en todo caso, habría que probar en el juicio—, eso no significaba que todos sus miembros hubieran de ser necesariamente criminales. 

			La idea de acusar a las organizaciones, mientras que los individuos que las componían no serían automáticamente considerados culpables, agradó a una parte del Gobierno norteamericano. Stimson encontró firmes aliados en el secretario de Estado, Cordell Hull, y en el secretario de la Marina, James Forrestal, pero fueron incapaces de atraer a Roosevelt, que, si bien estaba convencido de que Morgenthau quizá iba demasiado lejos, secundaba la propuesta de este de ejecutar de forma sumaria a los principales nazis. Elevaron un documento al presidente, que probablemente le hizo dudar. De hecho, cuando se llegó a Yalta, mientras la postura de Churchill seguía siendo la de los fusilamientos sin juicio, la de Roosevelt era menos definida. 

			Pero los miembros del Gobierno de Estados Unidos no dejaron de intentarlo. En enero de 1945, el Departamento de Estado, junto con el fiscal general el Estado y el Departamento de Exteriores, presentaron un documento al presidente en el que le expresaban la decisión de articular un tribunal internacional que se basara en principios que los norteamericanos pudieran compartir. Stimson había recibido el libro de un profesor soviético, el doctor Trainin (presidente de la Comisión Extraordinaria de Estado para la Investigación de Crímenes de Guerra Alemanes) que abogaba por la celebración de un juicio, y que le sirvió de inspiración para defender su causa ante sus colegas de gabinete. La presión llevó a que hasta Morgenthau, a regañadientes, terminara aceptando la propuesta de Stimson. 

			La cumbre en Crimea no había aclarado nada al respecto, pues los líderes, apremiados por temas más urgentes, casi no tocaron el asunto del castigo a los responsables de crímenes de guerra. En febrero de 1945 los motivos de fricción no faltaban entre los Tres Grandes, y no solo entre los occidentales de un lado y del otro los soviéticos. El presidente norteamericano creyó que podría manejar con facilidad a aquel campesino georgiano. Mientras que Stalin y Roosevelt, por un lado, coincidían en lo referente a Francia, Gran Bretaña y la URSS, por el otro, lo hacían con respecto a la ONU. En todo caso, el verdadero vencedor de la cumbre sería Stalin, y este no tenía especial interés en sacar el asunto a colación.[17] Cuando Churchill lo intentó, tanto el soviético como el estadounidense lo postergaron para mejor ocasión. 

			La evolución de la guerra, en sus etapas finales, favoreció la celebración del proceso frente a otras posibilidades más expeditivas. Sobre todo, por la presión estadounidense, que consiguió arrastrar a los británicos a sus posiciones. La situación era confusa porque el tipo de juicio en el que pensaban los soviéticos, acorde a sus procedimientos, era muy distinto del occidental; pero en definitiva, el que no se llevaran a cabo los fusilamientos masivos y el que la URSS se comprometiera a la celebración del juicio, representaba una cierta garantía por cuanto resultaría muy complicado a los soviéticos imponer su peculiar concepto jurídico ante los ojos de todo el mundo.

			Mientras vivió, Roosevelt jamás aceptó del todo la necesidad o la conveniencia de un juicio, y solo la presidencia de Truman cambiaría la disposición del Gobierno norteamericano. Pero es cierto que Roosevelt trató de que Churchill cambiase de opinión. El último intento fue el que tuvo lugar a comienzos de abril de 1945, apenas unos pocos días antes de que el presidente muriese de un derrame cerebral. A esas alturas parece que aceptaba la necesidad de celebrar algún tipo de juicio, cuando hasta Morgenthau había comprendido que era lo mejor que podía hacerse. 

			Para convencer a los británicos, el presidente envió a Londres a su propio consejero para Crímenes de Guerra, el juez Samuel Rosenman, quien no fue muy bien acogido en la capital inglesa. Es significativo que Rosenman se hubiera mostrado de acuerdo con Stimson y el fiscal general de los Estados Unidos, Francis Biddle, en que había que celebrar un juicio.[18] 

			El 8 de abril, Rosenman visitó a lord Simon, alto cargo del gabinete de Churchill, en su despacho de la Cámara de los Lores. El británico le informó de la oposición del Gobierno de Londres a la constitución de un tribunal internacional. Mantenía, sin embargo, que se había encontrado una fórmula que podía satisfacer a todos, según la cual los Aliados emplazarían a los responsables de la Alemania nazi a comparecer ante una comisión de personalidades de las potencias vencedoras, que determinarían si las acusaciones eran procedentes. Después, esas mismas personalidades acordarían la medida política que les pareciese más oportuna, aunque era previsible en qué consistiría. Sir David Maxwell-Fyfe, quien asistía a la reunión en su condición de fiscal general del Reino Unidos, recordó que la postura británica originaria era la de los fusilamientos. Presionado así Rosenman, se limitó a enunciar en términos genéricos la decisión americana de celebrar un proceso. Resultaba evidente que el acuerdo no era posible.

			Dos semanas más tarde, lord Simon enviaba una carta a Rosenman en la que le reiteraba la idea de que la culpabilidad de Hitler y de Mussolini estaba más allá de toda duda y que, por lo tanto, era una pérdida de tiempo someterlos a juicio. Estimaba que el juicio daría la oportunidad a Hitler de hacer propaganda, algo que había que evitar a toda costa. Dado que el resultado final iba a ser el mismo, es decir, el fusilamiento, bien podían ahorrarse la celebración de un juicio que, en definitiva, poco iba a aportar. El procedimiento británico, en efecto, habría dado a Hitler una auténtica posibilidad de defender exitosamente su causa y, además, la vista se podía haber prolongado durante mucho tiempo, dado lo garantista de su sistema judicial. 

			Los norteamericanos hicieron caso omiso de lo que, estaban seguros, habría de ser el último intento de Churchill de evitar el proceso. Así que, en un proceder típicamente americano, el día 22 de abril, McCloy pedía a Rosenman que le ayudase a encontrar un fiscal que se encargase por parte estadounidense de la acusación, y, cuatro días más tarde, el propio Stimson insistía ante McCloy para que este formase un grupo de expertos que diesen forma a la causa en términos jurídicos. Los norteamericanos, decididamente impulsados por Truman, ya habían determinado sin la menor duda lo que debían hacer. 

			El 2 de mayo de 1945, Robert H. Jackson era nombrado fiscal jefe de la acusación de los Estados Unidos. En ese momento era miembro del Tribunal Supremo y había sido fiscal general de Roosevelt de 1938 hasta 1940. Truman hizo público un comunicado ese mismo día en el que manifestaba que los Estados Unidos eran favorables a la vía judicial para tratar la causa de los criminales de guerra, lo que sentó mal a los británicos. Estos habían recibido una comunicación de Truman apenas una semana antes, en la que les conminaba a aceptar la celebración de un proceso judicial; los británicos, por supuesto, rehusaron, y cuando se conoció la noticia de la ejecución de Mussolini, primero, y luego el suicidio de Hitler, alegaron que la idea del juicio ya estaba de más, al faltar los dos principales encausados. Se podía enjuiciar a los demás, desde luego, pero se debería seguir el procedimiento de enviarlos a los lugares que los reclamaran por los crímenes cometidos. Un tribunal militar internacional resultaba improcedente y poco práctico, además de dudoso desde el punto de vista jurídico. 

			Entretanto, Truman ya había enviado a Rosenman a la conferencia de apertura de las Naciones Unidas en San Francisco, para que pusiera de acuerdo a los representantes soviéticos y británicos con sus propias posturas. Esta vez la maniobra dio resultado. En Londres, el gabinete británico rechazó las propuestas de lord Simon, que continuaba sosteniendo la conveniencia de evitar todo juicio. Sin embargo, el que en San Francisco soviéticos y norteamericanos se hubieran manifestado en sentido contrario fue decisivo. La reunión ministerial del 3 de mayo aprobó que se enviara a Eden —que estaba en San Francisco— la notificación del cambio de postura del Gobierno de Su Majestad.[19]

			En aquellos días, las tropas de Montgomery corrían contra los soviéticos por la posesión de Lübeck, donde se jugaba el destino de Dinamarca: en las afueras de Copenhague ya habían desembarcado paracaidistas soviéticos, y el país parecía a punto de caer en manos del Ejército Rojo. Los británicos ganaron la carrera por doce horas. Stalin se encontraba muy molesto, aunque los estadounidenses lo quisieron achacar al hecho de que las tropas alemanas que se rendían cada día por decenas o cientos de miles lo hacían a los Aliados en lugar de a los soviéticos, así que Eisenhower prometió a estos que se los entregarían.[20] 

			Durante los tres días siguientes, las delegaciones de las potencias aliadas en San Francisco hicieron los suficientes progresos como para llegar a un acuerdo provisional el 6 de mayo. Consiguieron el acuerdo francés y propusieron que cada uno de los Estados aportase un juez y un fiscal a lo que había de ser un tribunal militar internacional. Sin embargo, ya no se podía avanzar tan rápido como para que los acuerdos estuviesen dispuestos para la rendición alemana, que se produjo el 8 de mayo. 
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			CAPÍTULO 2. LA FORMACIÓN DEL TRIBUNAL Y LA ACUSACIÓN

			Cuando el general Jodl estampó su firma en Reims el 7 de mayo de 1945, los Aliados no habían decidido aún qué hacer con los principales prisioneros alemanes que cayesen en sus manos. En realidad, no había ninguna lista conjunta de criminales de guerra. Incluso el concepto estaba por definir, y no estaba nada claro hasta dónde quería llegar cada uno en dicha definición o a qué número de alemanes querían aplicárselo. 

			En un principio, entre los criminales de guerra se encontraban un cierto número de italianos, encabezados por Mussolini. La muerte de este hizo innecesario, y hasta contraproducente, por razones políticas, mantener a los italianos en la lista. En cuanto a los demás, Hitler estaba muerto y Göbbels también. La ausencia de los máximos encausados dificultaba la concreción de las acusaciones.

			Además, cada uno de los Estados aportaba una visión del Derecho diferente, aunque los británicos y norteamericanos compartían procedimientos muy similares; pero el contraste con los franceses y los soviéticos no podía ser más grande. La tradición consuetudinaria anglosajona chocaba frontalmente con la del Derecho Civil de los otros. Los cuatro trabajaron para aunar ambos derechos y crear un sistema mixto, algo que se consiguió con una cierta brillantez.[1] 

			Uno de los temas de discusión era el papel del juez, que desempeñaba funciones muy distintas según los sistemas, lo que hacía que la labor de los abogados también fuera diferente. La consecuencia fue que los procedimientos que afectaban a los acusados eran casi opuestos. Paradójicamente, no les costó menos adaptarse al nuevo uso a los abogados defensores que a jueces y fiscales.

			El escollo principal no procedía, sin embargo, de las distintas concepciones del Derecho, sino de los diversos objetivos que cada uno quería alcanzar con la celebración del juicio. Para Moscú, el tribunal militar debía poner de relieve la maldad esencial de los acusados y el inmenso daño que habían causado a la humanidad. La URSS padeció más de veintiséis millones de víctimas, la mayor parte de las cuales eran civiles; la guerra que se había librado en el frente germano-ruso había sido de una crueldad inaudita (bien cierto es que por los dos bandos), de modo que los soviéticos querían resarcirse. Por cada norteamericano muerto durante la guerra habían caído más de cincuenta soviéticos. La proporción era incluso mayor con respecto al Reino Unido. 

			Los Aliados occidentales concebían el juicio de un modo muy diferente. En la tradición occidental, un juicio representaba la oportunidad de que el acusado se defendiese, y para ello se le otorgaban unas garantías. Se trataba de mostrar una superioridad moral sobre los juzgados y no, al menos teóricamente, de satisfacer unos anhelos de venganza ni de utilizar el tribunal en sentido propagandístico. 

			No resultaba fácil entusiasmarse con la instrucción del proceso. Los Gobiernos que finalmente se habían decidido a llevarlo a cabo sabían que las sentencias habían de ser a muerte, así que los profesionales de la justicia que participaban en dicha instrucción carecían del empuje necesario. Los británicos habían manifestado en varias ocasiones que todo aquello era una pérdida de tiempo, por cuanto ya se sabía cómo terminaría, así que lo mejor sería abreviar los trámites. Para los norteamericanos estaba claro que tendrían que tirar de sus primos del otro lado del océano. Sir Thomas Barnes, letrado del Tesoro, había manifestado sin ambages que «no cabe duda de que esos hombres serán ejecutados», y esa postura no era en absoluto la excepción. Los soviéticos, por su parte, no hacían ningún misterio de su pretensión de liquidar a los responsables nazis, cuantos más mejor.

			Entre los norteamericanos, el juez Jackson se quejó de que a veces parecía como si el tribunal militar internacional fuera una excusa para ejecutar unas condenas fijadas de antemano. Robert H. Jackson, nombrado por Truman como el representante norteamericano ante el tribunal, tenía una pronunciada noción de la justicia, y su indignación ante el nazismo era sincera. Su actividad no estaba exenta de idealismo: cuando se suscitó la cuestión de enviar millones de prisioneros alemanes a trabajar para los Aliados y, sobre todo, a los campos de concentración soviéticos, se negó a secundar tal postura alegando que no se trataba de sacar a un montón de gente de los campos de concentración para rellenar estos con otro montón de gente, sino que el objetivo era acabar con la idea misma de los campos de concentración.

			Pero también había desarrollado el instinto justiciero de quien se considera llamado a una misión que ningún otro puede desempeñar. Quizá eso fue lo que le granjeó una reputación de vanidoso cuya ambición era presidir el Supremo de su país, y quién sabe si incluso convertirse en presidente de Estados Unidos. Fuera lo que fuese, lo cierto es que el equipo de Jackson mostraría grandes deficiencias profesionales en el ejercicio de su función durante el juicio; prestó poca atención a los procedimientos de una causa criminal, que en definitiva consistía en la demostración de la culpabilidad de los acusados. Los británicos, más prácticos pese a ser menos entusiastas, trataron ante todo de ajustar la acusación para asegurar las condenas.[2]

			Los norteamericanos terminaron desempeñando el papel principal: sabían que los soviéticos y británicos eran más remisos a participar y, de hecho, enviaron menos profesionales que los estadounidenses. El Departamento de Defensa envió a Europa un nutrido equipo de treinta funcionarios de Justicia y veinticinco estenógrafos en avión, y la misma cantidad de funcionarios y estenógrafos por barco, además de seis expertos en pruebas legales. Siguieron enviando personal hasta casi las vísperas del juicio y, para septiembre de 1945, Washington había completado un equipo de más de doscientos profesionales al servicio de Jackson. Los británicos sumaban treinta y cuatro, pese a las continuas quejas de la delegación, que solicitó hasta otros sesenta y siete miembros, entre ellos cincuenta y cinco intérpretes, sin suerte. Los franceses, por su parte, prestaron aún menos atención al juicio, absorbidos por los enormes problemas que les aquejaban. 

			Los norteamericanos se entendieron aún peor con los soviéticos. La actitud de estos fue enormemente reservada durante todo el tiempo que duró el juicio; en realidad lo era desde el principio de la relación con los Aliados, aunque habían tratado de mostrar su mejor cara mientras los necesitaron. En las últimas etapas de la guerra y una vez terminada esta, se volvieron en exceso reservados y los miembros de la delegación soviética ni siquiera compartían las actividades fuera del horario laboral. Cada decisión debían consultarla con Moscú, lo que hacía muy pesado el trato con ellos. Los norteamericanos juzgaron muy duramente el comportamiento de los soviéticos a nivel personal, pero lo que no sabían era que confraternizar con los occidentales les podía costar la vida.

			El encargado de la delegación era el general Iona T. Nikitchenko. Vicepresidente del Tribunal Supremo de su país, Nikitchenko había dirigido los juicios de Kámenev y Zinóviev, los dos grandes líderes bolcheviques purgados por Stalin en agosto de 1936. Tenía claros los objetivos del juicio a los derrotados alemanes, y así lo expresó abiertamente, considerando que la imparcialidad de los jueces solo conduciría a retrasos innecesarios: «Nos las tenemos que ver con los principales criminales de guerra que ya han sido condenados, y cuya condena ha quedado establecida por las declaraciones de Moscú y Crimea efectuadas por los dirigentes de los Gobiernos aliados… así que todo esto consiste en asegurarnos un rápido y justo castigo para sus crímenes».[3]

			El clásico dinamismo estadounidense chocaba con las dilaciones de británicos y soviéticos, y Jackson llegó a proponer que fueran los norteamericanos quienes se encargaran de todo el proceso. Convocados en Londres para el 26 de junio, los miembros de las delegaciones volvían una y otra vez sobre los mismos asuntos, sin que se pusieran de acuerdo siquiera sobre dónde habría de celebrarse el juicio.

			Los soviéticos daban por descontado que tendría lugar en Berlín, pero para los occidentales esto resultaba inaceptable por cuanto la antigua capital del Reich constituía un enclave en territorio ocupado por la URSS. La propia ciudad estaba dividida en cuatro sectores, lo que lo hacía más difícil aún. Los soviéticos no insistieron demasiado en ese punto, pues tampoco les interesaba que los occidentales anduvieran husmeando por allí. Cuando los norteamericanos llegaron a Berlín para hacerse cargo de su sector en la ciudad, en julio de 1945, ya se habían llevado el 85 por ciento de todo el equipo de fábrica que aún continuaba intacto. A finales del año siguiente, casi la mitad de la capacidad industrial existente en la Zona Soviética de Ocupación había sido desmantelada y transportada a la URSS.[4] Por otro lado, a los efectos del juicio era conveniente que la cada vez más abierta hostilidad entre los antiguos aliados no trascendiese en la medida de lo posible, pues las disensiones favorecían a los acusados.

			Los occidentales consideraban como mejores emplazamientos Múnich, Leipzig y Luxemburgo (de hecho, este último desempeñaría un cierto papel por esas fechas), pero no se pusieron de acuerdo hasta que el general Lucius Dubignon Clay, el jefe del Gobierno de ocupación militar norteamericano en Alemania, propuso Núremberg. La ciudad concitaba algunas características que la hacían propicia: en primer lugar, Núremberg había estado muy ligada al nazismo por cuanto en ella se promulgaron las leyes raciales contra los judíos en 1935; en segundo lugar, fue el escenario de las grandes concentraciones nacionalsocialistas, ya desde antes de que el NSDAP se hiciera con el poder; y en tercer lugar, y sobre todo, porque se trataba de la única ciudad en toda Alemania en la que aún se mantenía en pie un Palacio de Justicia que sirviera a los fines de celebrar un juicio de grandes dimensiones y una prisión aneja al edificio en buenas condiciones. No menos importante era la milagrosa pervivencia de un gran hotel que podía acoger a las nutridas delegaciones aliadas y a los periodistas. Esa fue la razón esencial por la que se pensó en Núremberg, aunque no sería sino hasta el 2 de agosto cuando se aceptaría su designación como sede del tribunal, si bien nominalmente esta residía en Berlín (la sesión preliminar, antes de trasladarse a Núremberg, tuvo lugar el 18 de octubre en la antigua capital del Reich).

			Núremberg estaba destruida, como la inmensa mayoría de las ciudades alemanas, hasta el punto de que no se podía hablar de la existencia de infraestructuras de ningún tipo. El casco histórico había sido pulverizado por los bombardeos. La arquitectura original —aunque se reconstruyó tras la guerra— desapareció para siempre; la ciudad de los maestros cantores y de Alberto Durero, sencillamente, se volatilizó. Que sobrevivieran tres edificios de tales características resultaba impensable en el conjunto de Alemania. Incluso en las etapas finales de la guerra, Churchill había hecho una reflexión al respecto del cese de los bombardeos aliados, por cuanto ya no quedaba nada práctico por destruir, y los angloamericanos tendrían que cargar con el peso de la misma destrucción que estaban causando.[5]

			Para acceder al Palacio se necesitaba una acreditación expedida por la Comisión de Control Aliada. La sala principal del Palacio habilitada para hacer las funciones de tribunal era un espacio amplio, en forma de T, con el suelo ligeramente inclinado hacia abajo desde la entrada hacia el fondo. Innumerables corrientes de aire frío recorrían la sala, pero en su conjunto esta resultaba más o menos cómoda, con capacidad para unas quinientas personas. La parte más ancha estaba decorada con paneles con motivos bíblicos extraídos del Génesis: Adán y Eva, el pecado original, la serpiente, Caín y Abel. Los asientos dispuestos a lo largo de la sala resultaban confortables, con excepción de los banquillos para los acusados, que apenas eran sino dos largas bancadas de madera, una situada en un nivel más alto que la otra. Los bancos donde se debían sentar los líderes nazis se hallaban dispuestos en la pared de la izquierda. Las mesas de los abogados se encontraban enfrente de los banquillos, y junto a esta mesa, la de los fiscales y el estrado ante el que comparecerían los testigos. 

			El estrado de los jueces se situaba a una altura considerablemente superior. En el centro, los magistrados norteamericanos y británicos; en el extremo derecho, desde el punto de vista del espectador, los jueces franceses, y en el extremo izquierdo, los soviéticos. Cada juez se encontraba apoyado por un juez suplente, situado junto a él, y detrás de cada pareja de jueces, la bandera de su país. En la bancada inmediatamente inferior, los estenógrafos. En cada una de las esquinas se habían habilitado las cabinas de cristal para la traducción simultánea, en las que había una luz roja para interrumpir la traducción y otra amarilla para indicar que se hablase más despacio. La traducción simultánea se realizaba en los cuatro idiomas: inglés, francés, ruso y alemán.

			Una barandilla de madera separaba esta zona de la parte más estrecha de la sala, en donde se disponían tres filas de sillas para dar cabida a los periodistas y al público. Sobre esta parte había una zona alta para el público, un «gallinero», en el que se arracimarían también políticos y militares. Del techo se descolgaban enormes lámparas fluorescentes que proporcionaban la luz adecuada para que los fotógrafos y noticieros cinematográficos pudieran hacer su trabajo. 

			Así pues, el Tribunal Militar Internacional constaba de ocho jueces, dos por cada Estado: por los Estados Unidos de América, Francis Biddle como juez titular y John J. Parker como sustituto; por el Reino Unido, sir Geoffrey Lawrence (nombrado presidente del tribunal) y sir Norman Birkett como juez sustituto; representando a Francia, el profesor Donnedieu de Vabres como titular y el consejero Robert Falco en calidad de sustituto; y por la Unión Soviética, el general y juez Iona T. Nikitchenko, auxiliado por el teniente coronel A. F. Volchkov. La elección de sir Geoffrey Lawrence fue evidentemente política, pero sin duda también pesaron las buenas relaciones que el británico fue capaz de establecer con todos los miembros del tribunal, y que le hicieron el candidato más obvio desde el principio, al que todos aceptaron sin demasiadas protestas, incluyendo a los soviéticos. 

			Por la acusación, un jefe del consejo fiscal, nombramiento que recayó en Robert Jackson, quien se encontraba al frente de la acusación por los Estados Unidos, y quien contó con veintidós consejeros de su nacionalidad. Entre ellos destacan los dos consejeros ejecutivos, el coronel Robert G. Storey y Thomas J. Dodd, quienes desempeñarían —sobre todo este último— un importante papel en el transcurso de los juicios. 

			Los británicos contaron con el procurador general del Rey (fiscal general), sir Hartley Shawcross, auxiliado por sir David Maxwell-Fyfe, quien precisamente le había precedido en el cargo de la fiscalía general. Ambos constituían la procuraduría general. Les secundaban cinco consejeros, Roberts en el consejo directivo y cuatro consejeros subalternos. La estructura de la acusación francesa era muy semejante, con un procurador general, François de Menthon, dos procuradores generales sustitutos y seis ayudantes.

			Por su parte, los soviéticos destinaron a un procurador general, el ucraniano general Román Andríyovych Rudenko, auxiliado por el coronel Y. V. Pokrovsky y siete ayudantes. Rudenko era un hombre expeditivo, acostumbrado a ejecutar sin titubear las misiones que se le confiaban.

			Estos hombres debían desarrollar la acusación y enjuiciar a los procesados. Los problemas a los que hicieron frente eran de una naturaleza muy particular y exigieron un esfuerzo considerable. Con independencia de cómo se juzguen los resultados, desde el punto de vista del Derecho su labor debe ser estimada en su justa medida. 

			Por su parte, los acusados contaron con un notable equipo de abogados, el más destacado de los cuales —Otto Stahmer, abogado de Göring— lo fue, entre otras cosas, por la importancia de su defendido. Algunos otros, como Seidl, que era originariamente el defensor de Hans Frank, desde febrero de 1946 se encargó asimismo de la defensa de Rudolf Hess; también Ribbentrop cambió de abogado, en enero, al sustituir a Fritz Sauter por Martin Horn y, sobre todo, destacó la intervención del magistrado naval Otto Kranzbühler, que representó con gran habilidad al almirante Dönitz. Alguno, como Robert Servatius, se ocupó de la defensa de Sauckel y de la del Cuerpo de Líderes Nacional socialistas con notable brillantez.

			Sus defendidos manifestaron pocas quejas de ellos.
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			CAPÍTULO 3. LOS CARGOS

			Conspiración, crímenes contra la paz, de guerra y contra la humanidad. Retroactividad, territorialidad e imparcialidad

			Fueron muchos los inconvenientes para compilar las razones y los argumentos de derecho que condujeron a la formulación de las acusaciones. Los obstáculos eran ciertamente grandes y de todo tipo, pero pueden agruparse con una cierta lógica legal y moral.

			En primer lugar, un principio general de derecho afirma que no puede haber castigo alguno si antes el delito cometido no se encuentra tipificado legalmente de modo que no dé lugar a confusión alguna. Nulla poena sine lege, ningún castigo si no hay ley. En el caso de los juicios de Núremberg, este principio suscitó unos enormes problemas por la habilitación del principio de retroactividad, que es lo que en realidad significaba: la acuñación de una normativa jurídica novedosa que aplicar a hechos sucedidos con anterioridad. Por supuesto, la retroactividad no está contemplada contra el reo y menos en cuestiones referentes al Derecho Penal, algo admitido generalmente, con la excepción precisamente de la Alemania nacionalsocialista a la que se juzgaba… y de la Unión Soviética. Pero no se trataba solo de las legislaciones de cada Estado: la propia Declaración de los Derechos del Hombre excluye el principio de la retroactividad en su punto octavo. 

			Los Aliados hicieron un verdadero esfuerzo para desvanecer la idea de que estaban conculcando principios legales y morales intangibles. Los ingleses, a quienes más parecía preocupar este aspecto, desarrollaron por boca del fiscal británico sir Hartley Shawcross la idea de que en realidad no se estaba aplicando un derecho con carácter retroactivo, por cuanto la proscripción de la guerra ya existía antes de septiembre de 1939: 

			El Derecho Internacional, antes de que fuese promulgada el acta constitutiva, ya había proclamado la guerra de agresión como acto criminal. No hay pues ninguna retroactividad efectiva en las disposiciones del acta constitutiva. No hace más que asignar la responsabilidad, por un crimen declarado como tal por el derecho positivo, a sus autores reales. Llena una laguna en el procedimiento criminal internacional. Hay una gran diferencia en el hecho de que decirle a alguien: usted será ahora condenado por un acto que no constituía delito en el momento en que lo cometió y el hecho de declarar: usted va a sufrir ahora un castigo por una conducta que era contraria a la ley y que era un crimen cuando la observó aunque, consecuencia del sistema internacional, no existía en aquel momento un tribunal competente para emitir un juicio contra usted… En esencia, esta legislación considerando toda guerra ofensiva como un crimen internacional, ya existía cuando el acta constitutiva fue promulgada. Solamente mediante una interpretación forzada puede presentársela como una legislación ofensiva.[1]

			Las palabras de sir Hartley Shawcross representan un loable esfuerzo, sin mucha continuidad, para justificar la aplicación de ese principio de retroactividad. Pero la verdad es que, pese a que en efecto se habían firmado los tratados de los que hemos hablado con anterioridad, que ciertamente condenaban la guerra de agresión, ninguno de ellos había previsto penas para el caso de que alguien incumpliese lo acordado: ninguno de ellos consideraba que una guerra de agresión fuese un «crimen contra la paz». 

			Con posterioridad se esgrimió el argumento de que se estaba elaborando derecho, por lo que correspondía la aplicación de un principio revolucionario a fin de salvaguardar el derecho natural, previo a todo derecho positivo. Pero la elaboración de ese derecho se efectuaba en función de unos intereses muy concretos, como expresaría en julio de 1946 el propio Jackson, al admitir que los juicios que se estaban celebrando no eran más que la continuación del esfuerzo de guerra aliado, lo que sin duda se prestaba a ser malinterpretado con facilidad. Lo cierto es que las palabras de Jackson abundaron en la sospecha de que el tribunal era juez y parte, y de que aquello no era sino la venganza con ropajes de justicia que los vencedores ejercían contra los vencidos. 

			Esa idea de la elaboración de derecho fue subrayada por el fiscal francés en el Tribunal de Núremberg, quien sin embargo negaba que se tratase de nada nuevo: 

			El principio de la aplicación territorial de leyes penales da a cada estado el derecho a castigar los crímenes cometidos en su territorio. La aplicación de los principios territoriales cubre las violaciones de la Ley Internacional en territorio sujeto a ocupación militar; estas violaciones son la fuente principal de crímenes de guerra. Pero los crímenes cometidos por los acusados no fueron dirigidos contra ningún Estado concreto en ningún territorio ocupado. Los conspiradores nacionalsocialistas, contra los que pedimos que se haga justicia, dirigieron la política del Tercer Reich. Todos los estados que fueron ocupados y esclavizados temporalmente por sus fuerzas armadas han sido víctimas por igual tanto de la guerra ilegal que provocaron como de los métodos empleados por ellos en la ejecución de esta guerra.

			No hay por tanto ningún Estado individual que pueda legítimamente reclamar el privilegio de juzgar a estos criminales. Solo un Tribunal Internacional creado por las Naciones Unidas, que hasta ayer estaban en guerra con Alemania, puede reclamar este derecho con justicia. Es por esto por lo que la declaración sobre las atrocidades enemigas hecha al final de la Conferencia de Moscú de octubre de 1943 decía que los líderes de la Alemania nazi, tras la victoria unida de los Aliados, serían llevados ante un Tribunal Internacional. Así, no hay nada nuevo desde un punto de vista jurídico en el principio de justicia que se les pide que apliquen. Lejos de ser simplemente una afirmación de poder por parte de los vencedores, sus competencias se basan en el reconocimiento por parte de la Ley Internacional de la jurisdicción territorial de los Estados soberanos.

			La transferencia por parte de estos Estados de su Poder Judicial a un Tribunal Internacional es un progreso notable hacia la creación de un procedimiento penal interestatal. No es ninguna innovación en la base legal de la justicia que se pide que administren. 

			La calificación penal de los hechos puede verse más sujeta a objeciones jurídicas. Esta horrible acumulación de crímenes, este laberinto de crímenes contra la humanidad abarca, y va más allá, de los dos más precisos conceptos jurídicos de crímenes contra la paz y crímenes de guerra. Pero creo, y volveré más adelante por separado a los crímenes contra la paz y los crímenes de guerra, que este bloque de crímenes contra la humanidad constituye, en el análisis final, nada menos que la perpetración, con fines políticos y de una manera sistemática, de delitos comunes como el robo, el saqueo, el maltrato, la esclavización, homicidios y asesinatos, crímenes descritos y castigados según los códigos penales de todos los Estados civilizados. 

			No hay por tanto ninguna objeción de carácter jurídico que bloquee la acción de su justicia.[2]

			Además de la cuestión de la retroactividad, estaban también las de la territorialidad y la imparcialidad. La primera no era fácil de abordar, puesto que a primera vista parecía que, si alguien había de enjuiciar a los acusados, ese debía ser un tribunal alemán, tal y como el prestigioso Hermann Jahreiss sostenía. La aplicación de la ley alemana resultaba pertinente porque se trataba de un elemental principio territorial, por un lado, y por otro por cuanto los acusados eran de esa nacionalidad. Pero, si por un lado la cuestión no era tan sencilla, por otro, desde luego los Aliados no iban a permitir tal cosa. 

			En primer lugar, la ley nacionalsocialista estaba en el banquillo, y tampoco era posible que norma jurídica alguna que hubiera tenido vigencia durante los años del Tercer Reich fuese a ser aplicada por el tribunal. La ley nazi había facultado los delitos de los que ahora se acusaba a los dirigentes alemanes, y, lo más probable, es que bajo esa legislación sus actos tuvieran acomodo más o menos legal. Derogada la legislación nazi por el hecho mismo de la derrota y la ocupación, los Aliados ejercían ahora las atribuciones que antes tuviese la ley en Alemania. En todo caso, la inexistencia de un Estado alemán hacía inviable la aplicación de normas de esa legislación incluso anteriores al periodo nacionalsocialista. El principio de lex loci, de aplicar las normas del lugar donde el delito había tenido lugar, no era válido en este caso por cuanto quedaba anulado por la forma de la rendición alemana ante los Aliados. La autoridad había sido tomada por las fuerzas de ocupación tal y como recoge la Declaración de Berlín del 5 de junio de 1945 por la que asumen todos los poderes sin excepción en el conjunto del país, tal y como estaba previsto por la Convención de La Haya en su artículo 43.[3]

			Por otro lado, los delitos de los que eran acusados los dirigentes alemanes no estaban circunscritos geográficamente, y, por tanto, la ley alemana no era competente para aquellos delitos que se hubiesen cometido más allá de sus fronteras. 

			Sin duda alguna, el mayor quebradero de cabeza al que tuvieron que enfrentarse el tribunal y la acusación fue el de los cargos que imputaban a los acusados. No era fácil elaborar una acusación conforme a derecho de acuerdo a los instrumentos legales de los que se disponía. Y ello por varias razones, todas ellas de un enorme peso (tanto, que los abogados defensores recurrirían a estos principios para cuestionar todo el proceso).

			Por eso, fueron necesarios varios meses para poner de acuerdo a las potencias vencedoras acerca de cómo perfilar la acusación; es decir, cómo se iba a articular la gran cantidad de material que habían recopilado los Aliados durante la guerra para acusar a los alemanes de actividades criminales. Hubo que llegar a agosto de 1945 para poner orden en ese aspecto: finalmente, los derrotados serían acusados de cuatro delitos principales. El primero de ellos era el de conspiración contra la paz y planeamiento de guerra de agresión, el segundo, crímenes contra la paz, el tercero, el de crímenes de guerra y el cuarto el de crímenes contra la humanidad. 

			La aplicación de algunos principios legales no contemplados en la legislación internacional presentaba ciertas dificultades, aunque, aun cuando ya existían las figuras jurídicas correspondientes en los códigos nacionales, se trataba de delitos comúnmente admitidos y regulados con sus penas. Los crímenes de guerra y los crímenes contra la humanidad, tal y como están recogidos en casi todos sus términos en el artículo 6 del Estatuto, ya estaban incluidos, como hemos dicho, en los códigos penales de los distintos Estados. Lo que no se había previsto era la jurisdicción internacional de los mismos. 

			Pero, en cuanto al crimen contra la paz, en ese artículo 6 se establecía la jurisdicción y los principios generales de la causa. Allí se define el delito de guerra de agresión como «el planeamiento, preparación, iniciación o el procurar una guerra de agresión, o una guerra que contravenga los tratados internacionales, acuerdos o garantías, o la participación en un plan común de conspiración para el cumplimiento de algunos de los supuestos anteriores».[4] El problema que se suscitaba era que, en efecto, la legislación anterior a la que hace referencia dicho artículo no preveía la imposición de penas para quien desencadenase una guerra, sino que todo se limitaba a una condena moral. Exactamente eso fue lo que arguyó el defensor del general Jodl, citando los casos de la invasión de Abisinia y de Manchuria. Podría haber incluido las de Polonia por la Unión Soviética, o las de Estonia, Letonia, Lituania, Rumanía, Finlandia y Persia también perpetradas por este mismo país, lo que, en todo caso, no hubiese sido permitido por el tribunal. Algo parecido sucedería en el caso de la invasión de Noruega por la Wehrmacht, que tendremos ocasión de ver. La contestación por parte del tribunal vino de la mano del juez titular francés, Donnedieu de Vabres: «Admitir que infracciones repetidas a la ley penal entrañan la abrogación tácita de esa ley, equivale a excluir cualquier represión organizada y, falta de represión, cualquier sociedad viable».[5]

			Pero la respuesta soslayaba el verdadero argumento de la defensa, puesto que las penas por la infracción no estaban especificadas en código alguno ni se había establecido ningún tribunal al que le fuesen otorgadas las prerrogativas para castigarla. 

			Otro punto que resultaba esencial para sostener la acusación era el planeamiento de una guerra de agresión por parte de los líderes políticos y militares del Tercer Reich, la demostración de que había existido una conspiración. De otro modo, la acusación se venía abajo. La idea de establecer que había existido una conspiración contra la paz era norteamericana. Este era un concepto que los abogados estadounidenses manejaban con soltura, y lo incluyeron como una parte básica de la acusación. Acostumbrados a las conjuras bursátiles y a la existencia del crimen organizado, no tuvieron problema en aplicarlo al funcionamiento de un Estado moderno. La conspiración facilitaba la acusación de aquellos que no hubieran cometido personalmente un crimen, por cuanto actos que, en sí mismos, pueden ser inocuos, en el contexto de una conspiración adquieren un sentido completamente distinto. Además, la conspiración servía también para hacer responsable a un dirigente de los actos que un subordinado hubiera cometido sin haber recibido una orden directa del superior. 

			Puesto que se trataba de probar que desde el principio el nazismo era una empresa criminal que dispuso sus objetivos con la finalidad de cometer actos criminales, la acusación de conspirar contra la paz para desencadenar una guerra de agresión era enormemente útil, porque, además, permitía extender las responsabilidades derivadas de dicha acusación, incluyendo en ellas los crímenes que se hubieran cometido en dicha guerra o los delitos perpetrados antes de la propia guerra, a todos los acusados. 

			De este modo, las organizaciones que constituyeron el Tercer Reich perseguían unos fines ilícitos que compartían todos los que formaron parte de él, según la doctrina acuñada por el coronel Murray Bernays. Dicha idea presuponía la existencia de una culpabilidad colectiva. Pero Bernays fue más allá: desarrolló el concepto de que cualquier persona que fuese representativa de una organización y estuviese acusada de un crimen o delito, implicaba en su delito a toda la organización. Esto, que carecía de antecedentes en el ordenamiento jurídico internacional y en el de los propios Estados Unidos, fue incorporado a la acusación contra las organizaciones que articularon el régimen nacionalsocialista y permitió enjuiciar no solo a las personas de la cúpula, sino a todas las que formasen parte de esas organizaciones.

			Los británicos manifestaron sus reticencias al respecto, por cuanto consideraron a Hitler como un oportunista, y no como un líder político cuyo programa estuviera trazado de antemano. Sí, admitían, existía una estrategia de carácter global, pero el Gobierno nazi no era realmente mancomunado, sino que más bien era el gobierno de un solo hombre. Los franceses tampoco consideraban la idea de conspiración y no concebían que se pudiera acusar de un delito a alguien que no hubiera participado activamente en él. 

			Con todo, la reunión del 8 de agosto de 1945, en la que se firmó la Carta de Londres, recogía de manera eventual la idea de la conspiración, exclusivamente referida a la primera acusación de crímenes contra la paz. Pero el protagonismo norteamericano la fue situando en el centro del debate de modo acelerado y, para cuando se abrieron las sesiones del juicio en noviembre, se había convertido en el eje de la acusación y englobaba los otros dos cargos (crímenes de guerra y crímenes contra la humanidad), aplicándose de este modo a todos los acusados. Su propósito era, nada menos, que el de acusar a todos ellos de todos y cada uno de los delitos, invasiones y asesinatos.[6]

			La consecuencia más previsible fue que, durante el juicio, los fiscales tratarían de demostrar que la conspiración era una realidad que les implicaba a todos ellos, quienes habrían tenido una voluntad manifiesta de conjurarse para producir los resultados conocidos; mientras que los defensores argüirían que sus defendidos, por el contrario, no tenían una responsabilidad en esos hechos y que Alemania funcionaba de modo caótico y desorganizado, con una sola voluntad al frente, que era la de Hitler.

			La verdad es que, entre los supuestos que hoy debaten los historiadores, se está muy lejos de haber alcanzado ningún consenso al respecto. En general, tiende a considerarse que tanto la defensa como la acusación reúnen elementos dignos de ser tenidos en cuenta. Sin duda, la figura de Hitler no resulta intercambiable con ninguna otra, lo que le otorga un papel determinante en la política del Tercer Reich; pero, aunque no se pueda aceptar un determinismo mecanicista, tampoco la exclusividad de lo sucedido en ese régimen puede atribuirse a Hitler. La idea de que todo había respondido a una conspiración se confundió con el hecho de que todo estuviese perfectamente planeado desde sus inicios, lo que no parece compadecerse bien con los hechos. Sin duda, muchas de las decisiones principales fueron tomadas sobre la marcha, aunque hubiese un propósito de fondo. Pero, tal y como sucedieron los acontecimientos, es difícil sostener que todas y cada de las acciones que emprendiera Alemania estuviesen minuciosamente planeadas desde el principio. 

			Esta cuestión es, desde luego, primordial, por lo que conviene detenerse en ella. Algunos historiadores han considerado que la política exterior nazi carecía de verdaderos objetivos. Es el caso de Martin Broszat, para quien Hitler necesitaba imprimir un dinamismo constante a su política exterior, lo que explicaría sus decisiones. Por lo tanto, no habría habido un planeamiento propiamente dicho, sino solo unas líneas maestras que serían la manifestación ideológica de una dinámica social. 

			Otros historiadores han sostenido, por el contrario, la existencia de una intencionalidad en el marco de una clara autonomía de la política exterior; el objetivo de Hitler jamás habría sido el de proteger o siquiera perpetuar el orden existente, sino el de transformarlo, y la política exterior jugaba un papel notable en este proyecto. Importantes historiadores como Hildebrand, Bracher y Hillgruber lo sostienen.[7]

			Pero la primera de las obras que se ocupó de esta cuestión fue la de A. J. P. Taylor, la célebre Origins of the Second World War, publicada en 1961 y que inauguró la polémica que continúa hasta el día de hoy. En lo esencial, Taylor defendía lo que había sido el punto de vista británico en 1945: frente a lo que se había sostenido en Núremberg, ni Hitler había preparado la guerra ni el pueblo alemán la había querido. Los alemanes tan solo habían secundado con entusiasmo al Führer en cuanto este terminó con el orden de Versalles y sus objetivos eran de carácter revisionista, pretendiendo el Anschluss con Austria y la ocupación de las zonas alemanas de Checoslovaquia. Pero jamás quiso una guerra mundial, como tampoco la había querido Hitler. Los factores ideológicos, económicos y sociales no jugaron ningún papel determinante; fueron más bien razones de política exterior. Además, las metas de Hitler no eran en lo esencial distintas de lo que habían sido las de Stresemann y, por tanto, las decisiones de Hitler fueron básicamente oportunistas y no obedecían a ningún plan preestablecido. 

			Las reacciones a la obra de A. J. P. Taylor en Gran Bretaña, primero, y luego en los Estados Unidos y en el resto del mundo, no se hicieron esperar. No faltó quien se manifestase a favor, como fue el caso de Sebastian Haffner, probablemente seducido por la exculpación —al menos, parcial— que Taylor hacía de los alemanes. También David Marquand secundó la tesis de Taylor, pero otros muchos se pronunciaron despiadadamente contra él. Entre ellos se contaban Trevor-Roper y Timothy Mason, quienes certeramente señalaron los puntos en los que Taylor, cuando menos, se excedía.

			Hoy no cabe duda de que algunos de los argumentos, e incluso de las tesis centrales de este, resultan excesivos. Por ejemplo, es imposible disociar la política exterior nazi de la política económica y, en cierto modo, incluso del antisemitismo, pues no pocas de las decisiones en ese terreno contaban con el botín que se habría de tomar en las regiones ocupadas; y, en ese sentido, era sin duda un elemento que impulsaba aquella. Pero pese a algunos abusos que, en general, hay un cierto acuerdo en rechazar, la idea central de Taylor sigue siendo plausible. De todos modos, aunque pocos historiadores admiten hoy la teoría de la conspiración, eso no significa que compartan la tesis de A. J. P. Taylor.
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